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HONORABLE SENADO:





	Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre carrera funcionaria de los jueces, funcionarios auxiliares de la Administración de Justicia y empleados del Poder Judicial.





	El mencionado proyecto se inició por mensaje de S.E. el Presidente de la República.





	A las sesiones en que se consideró esta materia concurrieron, además de los miembros de la Comisión, el señor Ministro de Justicia, don Francisco Cumplido Cereceda, y el asesor de esa Secretaría de Estado, señor Jorge Correa Sutil.





	Cabe hacer presente, en primer término, que, al ingresar a trámite legislativo esta iniciativa legal, el Senado, con fecha 19 de noviembre de 1992, dirigió oficio a la Excma. Corte Suprema, consultándole su opinión sobre la misma, de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 74, inciso segundo, de la Carta Fundamental y 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.





	Como transcurrieran más de cuatro meses sin que se hubiera recibido respuesta del máximo tribunal, la Comisión acordó dirigir oficio a la Excma. Corte Suprema, con fecha 24 de marzo de 1993, solicitándole nuevamente que diera a conocer su opinión sobre el proyecto de ley en informe, en conformidad a los preceptos anteriormente citados.





	En relación con lo anterior, se deja constancia de que, hasta la fecha de emisión de este informe, no se ha recibido aún la respuesta del mencionado tribunal sobre la materia.





	Es dable señalar, asimismo que, en cumplimiento de lo preceptuado en el artículo 40 del Reglamento de la Corporación, la Comisión acordó haceros presente que, a su juicio, esta iniciativa legal requiere, para su aprobación en general, de las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio, por incidir en materias propias de la ley orgánica constitucional a que se refiere el artículo 74 de la Ley Suprema.








Antecedentes





	Durante el análisis de este proyecto de ley, la Comisión tuvo presente, entre otros, los siguientes antecedentes:





	1.- El mensaje de S.E. el Presidente de la República.





	El aludido documento expresa, en primer lugar, que el Gobierno ha asumido la tarea de introducir sustanciales reformas a la Administración de Justicia, haciendo presente que con ese fin se ha sometido a la consideración del Congreso Nacional un proyecto de reforma constitucional y diversas iniciativas de ley sobre la materia.





	Manifiesta, enseguida, que las enmiendas propuestas tienen por objeto reforzar el carácter de Poder Público de los órganos jurisdiccionales; mejorar orgánica y procesalmente la institucionalidad judicial, con el propósito de mejorar su eficacia; apoyar la formación profesional de los magistrados; mejorar la relación de la judicatura con la policía, haciendo más efectiva la tuición de aquélla sobre ésta, y facilitar el acceso a la justicia de la población, en especial de los sectores de más bajos ingresos.


	Indica que, entre los objetivos antes descritos, reviste singular importancia la estructuración de una carrera funcionaria dentro del Poder Judicial, con normas claras para la totalidad de sus integrantes, que brinde a éstos seguridad acerca de sus derechos y sobre su futuro dentro de la institución.


	Afirma que, hasta la fecha, esta materia no se encuentra coherentemente regulada en el Código Orgánico de Tribunales, existiendo al respecto un mecanismo complejo, no exento de contradicciones y de normas que establecen privilegios injustificados, destacando que es de sobra conocida la carencia de un sistema que, al interior del Poder Judicial, conjugue los diversos factores que deben incidir en el desarrollo de su personal: la igualdad de oportunidades, la debida estabilidad en el empleo, la posibilidad de ascender por méritos y un reconocimiento adecuado de la antigüedad en la carrera.





	Explica que los aludidos elementos son considerados en esta iniciativa legal, estableciéndose una estructura armónica, que consulta normas sobre incompatibilidad para los integrantes del Poder Judicial, una reestructuración de los escalafones que lo componen, un sistema de calificaciones completamente modificado, que sirva eficientemente para seleccionar al personal más idóneo para los ascensos, y un procedimiento transparente de nombramientos, que garantice la igualdad de oportunidades y el respeto de los derechos de los participantes.





	Finalmente, hace una relación detallada de las principales modificaciones que introduce el proyecto, a las que no nos referiremos en esta parte del informe, toda vez que el asesor del Ministerio de Justicia señor Jorge Correa efectuó en el seno de la Comisión una completa exposición sobre la materia, de la que se da cuenta más adelante;





	2.- La opinión de la Excma. Corte Suprema.


	Como se expresara precedentemente, el Senado solicitó la opinión de la Corte Suprema respecto del proyecto de ley en informe, la que aún no ha sido recibida.


	Sin perjuicio de lo anterior, es dable mencionar que el Presidente de la República y la H. Cámara de Diputados consultaron la opinión de la referida Corte en relación con los proyectos de ley y de reforma constitucional que estuvieron en trámite en la mencionada Cámara el año pasado, algunos de los cuales incidían en materias contempladas en la iniciativa legal en análisis.





	Sobre el particular, cabe hacer presente, por su vinculación con el proyecto de ley en informe, que, en la oportunidad señalada, refiriéndose a las modificaciones que se proponían para el sistema de calificaciones del Poder Judicial, el máximo tribunal expresó su opinión negativa "por cuanto las que actualmente están vigentes han permitido a los Jueces, Cortes de Apelaciones y a esta Corte Suprema, realizar la calificación del personal del Poder Judicial sin dificultades", agregando que "resulta conveniente mantener el actual conjunto de reglas que regulan los requisitos para ser incluido un funcionario o empleado en una determinada lista, porque en las que se proponen se ha olvidado de considerar la trascendencia que, necesariamente, debe tener en una calificación todas las medidas disciplinarias, como sucede en otros organismos del Estado".





	No obstante lo anterior, manifestó su acuerdo en cuanto a agregar una norma que otorgue a los Colegios de Abogados y a las Corporaciones de Asistencia Judicial el derecho a hacer llegar sus opiniones, en el período que indica, respecto del comportamiento de cualquier funcionario o empleado que deba ser calificado por los tribunales, y





	3.- Opiniones vertidas por ministros de la Corte Suprema invitados a la Comisión.





	Al iniciar el estudio del proyecto de reforma constitucional sobre el Poder Judicial, la Comisión invitó a una delegación de ministros de la Excma. Corte Suprema, con el objeto de intercambiar puntos de vista respecto de las principales materias vinculadas a ella.





	En la oportunidad mencionada dieron su opinión sobre diversos temas, siendo dable destacar, por su relación con la iniciativa legal en informe, la correspondiente al sistema de calificaciones.





	En relación con la materia aludida, los ministros invitados expresaron, en términos generales, que el sistema de calificaciones actualmente vigente ha funcionado correctamente y no ha presentado problemas, haciendo presente que ha permitido a la Corte Suprema tener una acabada opinión acerca de la capacidad de los funcionarios del Poder Judicial.





	Además, algunos señores ministros hicieron presente que no veían mayores inconvenientes en que se expresaran las razones de una calificación, siempre que ello se hiciera a nivel de corte calificadora, y no en forma individual.





	Finalmente observaron que, para evitar que se cometan injusticias, las calificaciones deben efectuarse, idealmente, sobre la base de elementos de juicio realmente objetivos.











Discusión en general





	Al comenzar la discusión en general de la iniciativa, la Comisión escuchó la exposición del asesor del Ministerio de Justicia señor Jorge Correa Sutil.





	El señor Correa expresó que, en esencia, el proyecto introduce diversas modificaciones a las normas que regulan los requisitos de ingreso a la carrera judicial, los mecanismos de selección y promoción, las incompatibilidades entre sus miembros, las calificaciones y los escalafones; procurando, de esa manera, el perfeccionamiento del sistema judicial y fomentar el interés por la carrera de más y mejores personas.


	Recordó que el objetivo explícito de la iniciativa es estructurar, al interior del Poder Judicial, una carrera funcionaria que establezca reglas claras y objetivas para el ingreso y promoción de sus integrantes, asegurando la igualdad de oportunidades, así como la posibilidad de ascender por méritos, y garantizando una ponderación adecuada a la antigüedad.





	Explicó, en seguida, que las reformas que se proponen inciden en los siguientes aspectos principales:





	1) Requisitos de ingreso al Escalafón Primario del Poder Judicial. Se modifican las normas vigentes, estableciéndose que los abogados extraños a la Administración de Justicia sólo podrán ingresar al referido Escalafón en su inicio, y previa aprobación del programa de formación que imparta la Escuela Judicial o bien en la Corte Suprema, la que queda abierta, en atención a sus atribuciones de velar por la supremacía constitucional y la uniforme interpretación de la ley;





	2) Incorporación de nuevos criterios a los mecanismos de selección, nombramiento y promoción de los funcionarios judiciales. Señaló que se regulan los requisitos de publicidad de los concursos y los antecedentes que a ellos deben acompañarse; se establece como regla general para formar las ternas, que ellas deben estar integradas por el funcionario más antiguo de la categoría siguiente, calificado en alguna de las listas de mérito, y dos funcionarios de la misma categoría o de la siguiente, elegidos por méritos; se dispone que, en principio, se requiere haber estado tres años en una categoría para poder ser promovido a la siguiente; se especifica un orden de preferencia entre los postulantes, atendiendo, sucesivamente, a su categoría, lista de calificación y antigüedad; se preceptúa que en ese orden deben confeccionarse las ternas, y se modifican los beneficios especiales establecidos en favor de personas que se desempeñan en lugares alejados, desligando ese factor de la antigüedad;





	3) Normas sobre incompatibilidades. Indicó que se incorporan al texto del Código Orgánico de Tribunales incompatibilidades similares a las que existen para los funcionarios de la Administración del Estado, las que comprenden a los cónyuges y parientes hasta el tercer grado de consanguinidad;





	4) Regulación pormenorizada del sistema de calificaciones. Manifestó que se busca establecer un mecanismo transparente basado en antecedentes objetivos; realizado por los superiores jerárquicos directos de los calificados; con una real oportunidad para que todos los interesados hagan valer sus puntos de vista; público, en cuanto al nombre de los calificadores y los fundamentos de sus decisiones, y susceptible de ser revisado por un órgano superior.





	Para ello, agregó, se modifican los actuales órganos calificadores, radicándose tales funciones en los superiores jerárquicos directos, sin perjuicio de las apelaciones, y creándose en ellos comisiones especiales, cuyos integrantes son designados por sorteo, para los jueces, Cortes de Apelaciones y Corte Suprema.





	Señaló que se crea, asimismo, la función de secretario de los órganos calificadores, especificándose sus funciones, de tal modo de hacer más expedito y eficiente el trámite de calificación.





	Puso de relieve que, a fin de lograr la objetividad en las calificaciones, se establece que ellas deberán fundarse en una hoja de vida funcionaria. Al efecto, se dispone la obligación de llevar una hoja de vida de cada funcionario, donde se deje permanentemente constancia de las anotaciones, favorables y desfavorables, que merezcan sus actuaciones. En esta hoja también se dejará constancia -añadió- de aquellos antecedentes que acompañe el propio interesado, tales como certificados de asistencia a cursos y publicaciones. Hizo presente que el funcionario gozará permanentemente del derecho de imponerse de su contenido y de formular los descargos que crea convenientes.





	Informó que se regula el modo de calificar, estableciéndose que ello se hará mediante la asignación de un puntaje del uno al veinte -por cada calificador- a cada uno de los funcionarios. La lista que le corresponderá al funcionario se determinará en base a la ponderación del puntaje de todos los votos recibidos.





	En cuanto a las categorías de calificación, explicó que se establece un sistema de cinco listas: sobresaliente, muy buena, satisfactoria, regular y deficiente, indicándose las consecuencias de figurar en ellas;





	5) Modificaciones al Escalafón Primario del Poder Judicial. Explicó que se crea una categoría exclusiva para los Ministros de Cortes de Apelaciones, inmediatamente inferior a la que integran los miembros de la Corte Suprema. Ello conlleva la creación de una nueva categoría octava, que cierra el Escalafón. Añadió que, además, se excluye del Escalafón Primario a los defensores públicos, quienes pasan a formar parte de una serie nueva del Escalafón Secundario;





	6) Normas sobre ingreso y escalafones de los empleados de secretaría. Indicó que se modifican las normas sobre la materia, haciendo extensivos a los mencionados funcionarios los requisitos de ingreso que establece el Estatuto Administrativo. Asimismo, añadió, se eliminan beneficios especiales establecidos en favor de los empleados abogados y se efectúa una reestructuración general del escalafón respectivo, para conciliar las ubicaciones con los roles y responsabilidades reales de los funcionarios, y





	7) Regulación de permisos para asistir a actividades de perfeccionamiento, haciéndolos extensivos a todos los funcionarios, lo cual debe coordinarse con las disposiciones contenidas en el proyecto de ley que crea la Escuela Judicial.





	Finalmente, expuso que se contempla una disposición transitoria, con el fin de que los cambios propuestos no afecten los derechos ya adquiridos.








	A continuación, efectuó un análisis pormenorizado de las principales modificaciones que se proponen.








Modificaciones a las normas que regulan los requisitos de ingreso al Escalafón Primario del Poder Judicial





	Expresó que la modificación sustancial consiste en que sólo pueden ingresar abogados extraños a la carrera judicial a los cargos de secretarios de juzgados de capital de provincia y de comuna o agrupación de comunas; prosecretario de la Corte Suprema, y secretario abogado del fiscal de ese mismo tribunal.





	Hizo presente que, en todo caso, se mantiene la norma que permite el ingreso a la Corte Suprema de abogados ajenos al Poder Judicial, rebajándose de 15 a 10 los años de ejercicio profesional exigidos.





	Finalmente, indicó que se armonizan estas disposiciones con las que establecen los requisitos para ser jueces, modificándose los artículos 252, 253 y 254, y que la disposición del artículo 255, referida a cómputo de años de servicio en calidad de funcionario como de ejercicio profesional, se elimina como norma general, agregándose como inciso al artículo 254, para los únicos casos en que subsiste su valor.

















Incorporación de nuevos criterios a los mecanismos de selección, nombramiento y promoción de los funcionarios judiciales





	Manifestó que se proponen los siguientes criterios básicos sobre la materia:





	a) Se dispone que la apertura de cualquier concurso para llenar una vacante en el Poder Judicial, deberá comunicarse directamente a todos los tribunales y publicarse en el Diario Oficial, consagrándose así legalmente la práctica que hoy ejercita el Ministerio de Justicia;





	b) Se establece que los interesados deberán acompañar currículum vitae y demás antecedentes justificativos de sus méritos, los que deberán remitirse al Ministerio de Justicia junto con las ternas;





	c) Se procura que la confección de ternas siga criterios objetivos, vinculándolas a la calificación y obligando a dejar constancia de las votaciones. Así -añadió-, los funcionarios que postulen a ingresar a una terna se preferirán unos a otros de acuerdo a su última calificación, en vez de hacerlo según su antigüedad, como ocurre hoy en día.





	En relación con esta materia, indicó que se mantienen, con leves alteraciones, las reglas que establecen que no podrán figurar en las ternas quienes hayan recibido una calificación regular o deficiente, así como tampoco los que con posterioridad a la calificación hayan sido objeto de una medida disciplinaria, a menos que por mandato constitucional deban obligatoriamente figurar por antigüedad, caso en el cual sólo se dejará constancia de ello.





	Por último, hizo presente que en las ternas figurarán los funcionarios en el orden de su categoría; dentro de ella, en el de la lista calificativa; y dentro de ésta, en el de antigüedad, recordando que este último es, en la actualidad, el único factor que determina el orden de las ternas;





	d) Se eleva de dos a tres años el tiempo que se debe permanecer en una categoría para poder postular a la superior;





	e) Se deroga el artículo 268, que otorga a los jueces letrados de comuna y agrupación de comunas y a algunos funcionarios, con más de cinco años de permanencia en la categoría, los mismos derechos que los de la inmediatamente superior, para efecto de los ascensos, con el objeto de que los jueces hagan la carrera pasando por cada uno de los cargos del Escalafón;





	f) Se adecua el sistema de designación de los ministros y fiscal de la Corte Suprema al texto actual de la Constitución Política, disponiéndose que las quinas deben llenarse con el Ministro de Corte de Apelaciones más antiguo que figure en la lista de méritos -actualmente se señala que deben incorporarse a los dos más antiguos-, llenándose los restantes cupos de acuerdo a los méritos de los postulantes, pudiendo figurar personas extrañas a la carrera judicial;





	g) Se establece, como criterio general, que las ternas para los restantes cargos se elaborarán con el funcionario más antiguo de la categoría inmediatamente inferior, que haya sido calificado en lista sobresaliente o muy buena (de méritos), y con dos funcionarios de la misma categoría o de la inmediatamente inferior que se trata de proveer, elegidos por méritos, disponiéndose que para ejercer el derecho propio el funcionario beneficiado deberá expresar su interés en el cargo;





	h) Se elimina el beneficio de doble cómputo del tiempo servido, para los efectos de la antigüedad, que actualmente beneficia a los funcionarios que se han desempeñado en las Regiones XI y XII y en las provincias de Chiloé y Palena de la X Región. Añadió que, en reemplazo de ello, a tales funcionarios se les da una preferencia para incorporarse a las ternas para llenar cargos en la Región Metropolitana;





	i) Se mantiene la flexibilidad de la norma relativa a la designación de relatores, aun cuando se da alguna preferencia al concurso y se altera en cierta medida lo relativo a la categoría a la cual ingresa;





	j) Se regulan las formas de designación o elaboración de ternas para los cargos de prosecretario de la Corte Suprema, secretario abogado del fiscal de la Corte Suprema, defensores públicos, notarios, conservadores y archiveros, y asistentes sociales judiciales, y





	k) Se elimina la lista de abogados idóneos.











Modificaciones a las normas sobre incompatibilidades





	Explicó que se establece la incompatibilidad entre las personas que se encuentren ligadas entre sí por matrimonio o parentesco por consanguinidad hasta el tercer grado inclusive y por afinidad hasta el segundo grado o por adopción, para desempeñar los siguientes cargos:





	a) Ser simultáneamente jueces de una misma Corte de Apelaciones o de la Corte Suprema;





	b) Ser nombrado ministro o fiscal de la Corte Suprema, si se tiene tal vínculo con algún miembro del Escalafón Primario que se desempeñe en esa misma Corte, con los ministros y fiscales de las Cortes de Apelaciones, o con los funcionarios de las cuatro primeras series del Escalafón Secundario;





	c) Ser nombrado ministro o fiscal de una Corte de Apelaciones, si se tiene tal vínculo con algún miembro del Escalafón Primario, de las cuatro primeras series del Escalafón Secundario, o del Escalafón de empleados, que se desempeñe en la jurisdicción de esa Corte, al igual que si se tiene tal vínculo con algún ministro o fiscal de la Corte Suprema; 





	d) Ser nombrado en el Escalafón del personal de empleados o receptor, si se tiene tal vínculo con los ministros de la respectiva Corte de Apelaciones o de la Corte Suprema, o con algún juez o secretario que ejerza en el territorio jurisdiccional de la respectiva Corte de Apelaciones, y





	e) Se amplía la causal de cesación de funciones contemplada en el artículo 334.








Modificaciones al sistema de calificaciones





	Expresó que las principales enmiendas que se proponen sobre la materia son las que a continuación se indican:





	a) Se señala que, en cuanto al órgano calificador, se dispone que quienes califiquen sean los superiores jerárquicos directos de los calificados, a diferencia de lo que acontece hoy en día, en que lo hace la Corte Suprema, previo informe de los superiores directos. Agregó que, asimismo, se establecen comisiones calificadoras, para el caso en que aquellos superiores sean tribunales pluripersonales de más de tres jueces.





	Explicó que, en conformidad al criterio anteriormente expuesto, la situación sería la siguiente:





	- La Corte Suprema califica a los relatores y procuradores del número que se desempeñen en dicho tribunal; a su secretario y empleados, y a los ministros de las Cortes de Apelaciones del país.





	- Las Cortes de Apelaciones califican a sus secretarios, relatores y empleados; a los jueces de letras, de menores y del trabajo que se desempeñen dentro de su territorio jurisdiccional, a los secretarios de estos últimos y a los funcionarios auxiliares de la Administración de Justicia que ejerzan sus funciones en la jurisdicción de juzgados de ciudad asiento de Corte de Apelaciones.





	- Los jueces letrados califican a sus asistentes sociales y empleados y a los restantes funcionarios auxiliares de la Administración de Justicia, que se desempeñen dentro de sus respectivos territorios jurisdiccionales.





	- El fiscal de la Corte Suprema califica a los funcionarios y empleados de su oficio y a los fiscales de las Cortes de Apelaciones.





	- Los fiscales de las Cortes de Apelaciones califican a los empleados de su oficio;





	b) Se establece que el superior jerárquico calificador de cada funcionario deberá llevar una hoja de vida que seguirá a éste durante toda su carrera, en donde se anotarán las observaciones positivas y negativas que merezca su actuación funcionaria, las medidas disciplinarias de que haya sido objeto y las actividades de perfeccionamiento en que haya participado. Indicó que las anotaciones las harán quienes son los encargados de calificarlo y que ellas no se podrán referir a puntos de derecho o al contenido de resoluciones. Agregó que la hoja de vida será reservada, salvo para el funcionario, quien siempre podrá imponerse de su contenido y hacer llegar sus descargos y los antecedentes que considere necesarios;





	c) Se señala que la calificación deberá fundarse en antecedentes objetivos, para lo cual se amplían y especifican los aspectos que deben considerarse. Concretamente se indica que, además de las anotaciones practicadas en la respectiva hoja de vida, debe evaluarse lo siguiente: asistencia; puntualidad; mantención al día del despacho, oficio o labor que corresponda, tomando en cuenta su naturaleza y volumen de trabajo; forma de atención al público, espíritu de servicio y colaboración; relación con sus compañeros y subalternos; condiciones de carácter; aciertos o desaciertos notables en la resolución de problemas del servicio; aporte creativo para el mejoramiento de la función judicial; responsabilidad; sentido de la organización y disciplina; moralidad; probidad, y afán de superación, evidenciado, entre otros medios, por actividades de capacitación y perfeccionamiento o publicación de trabajos. Con respecto a la calificación de los jueces, se deberá tomar en cuenta, además, su vocación profesional, preparación jurídica, independencia, personalidad, ponderación, creatividad y relación con la comunidad;





	d) Se otorga al Consejo de Defensa del Estado, a los Colegios de Abogado A.G. y a las Corporaciones de Asistencia Judicial la posibilidad de participar en el proceso de calificaciones, haciendo llegar sus opiniones fundadas sobre la conducta de los diversos funcionarios, las que no pueden versar sobre contenido de resoluciones. Sobre el particular, explicó que se garantiza al funcionario la posibilidad de imponerse del contenido de éstas y de hacer valer sus descargos;





	e) Se crea el cargo de secretario para el proceso calificatorio, a quien le corresponde todo el manejo administrativo y de información necesario;





	f) Se indica que las calificaciones deberán hacerse dentro de los quince primeros días de diciembre, fuera del horario de funcionamiento normal de los tribunales;





	g) Se regula el proceso de calificación, a fin de asegurar su objetividad y transparencia. Al efecto, se dispone que el proceso comenzará con una relación de todos los antecedentes de la hoja de vida por parte del secretario.





	Indicó que luego se debe proceder a la evaluación, por parte de cada uno de los integrantes de la comisión, de los funcionarios que deban calificarse, asignándosele a éstos un puntaje de uno a veinte, por medio de resolución someramente fundada, que no será conocida por los restantes calificadores hasta que concluya el proceso.





	Señaló que en el proyecto se especifican los criterios que se deben observar para la asignación de los distintos puntajes, y los efectos de las medidas disciplinarias en las calificaciones.





	El secretario deberá ponderar todos los puntajes y en conformidad a ello se determinará la lista que le corresponde al funcionario, de acuerdo a la siguiente tabla:





	Más de 19: Lista Sobresaliente.


	16-19    : Lista Muy Buena.


	13-15    : Lista Satisfactoria.


	 9-12    : Lista Regular.


	 0- 9    : Lista Deficiente.





	Informó que el proyecto da un concepto de cada uno de estos términos.





	Concluyó expresando que, en consecuencia, se amplían de cuatro a cinco las listas de calificación y se dispone que, para todos los efectos, las listas sobresaliente y muy buena serán consideradas de méritos;





	h) Se estatuye que las calificaciones deberán ser puestas privadamente en conocimiento de los evaluados, tan pronto como finalice el proceso, con las votaciones, fundamentos y nombres de cada uno de los calificadores, poniéndose fin a la actual reserva que existe en estos aspectos.





	Indicó que se podrá pedir reposición de las calificaciones y apelar subsidiariamente ante los siguientes órganos:





	- Al pleno de la Corte de Apelaciones respectiva, si la calificación fue realizada por un juez o por una comisión calificadora de jueces.





	- Al fiscal de la Corte Suprema, si la calificación fue hecha por un fiscal de Corte de Apelaciones.





	- Al Pleno de la Corte Suprema, si la calificación fue efectuada por una comisión calificadora de Corte de Apelaciones o por la comisión calificadora o el fiscal de la misma Corte Suprema. Observó que los ministros que integraron dichas Comisiones y el fiscal, en cuanto a las calificaciones que hizo, estarán inhabilitados para estos efectos de integrar el Pleno, e





	i) Se preceptúa que la inclusión de un juez en lista deficiente o por dos años consecutivos en lista regular, implicará su alejamiento del servicio, permitiéndosele, eventualmente, acogerse a jubilación; aspectos en los que no hay mayores variaciones.








Modificaciones al Escalafón Primario del Poder Judicial





	En lo que dice relación con la integración del Escalafón Primario, destacó que las principales enmiendas que plantea el proyecto son las siguientes:





	a) Se excluye a los defensores públicos de este Escalafón, en atención a que está constituido básicamente por quienes ejercen jurisdicción, y se los pasa a la segunda categoría del Escalafón Secundario;





	b) Se mencionan, en cambio, en el Escalafón Primario, al prosecretario de la Corte Suprema y al secretario abogado del Fiscal del mismo Tribunal;





	c) Se introducen diversas modificaciones a las categorías que se establecen dentro del Escalafón Primario, las principales de las cuales son las siguientes:





	1.- La primera categoría queda igual, integrada por ministros y fiscales de la Corte Suprema;





	2.- La segunda categoría, que antes estaba integrada por miembros y fiscales de las Cortes de Apelaciones, relatores y secretario de la Corte Suprema, pasa a quedar compuesta sólo por los ministros de las Cortes de Apelaciones, lo que pretende dar aún más relevancia a este cargo. Agregó que los cargos mencionados, que actualmente acompañan a los ministros de Corte de Apelaciones, pasan a formar una Tercera Categoría;





	3.- La nueva cuarta categoría obedece a un criterio similar, en cuanto deja allí sólo a los jueces de ciudad asiento de Corte.





	Los relatores y secretarios de Corte de Apelaciones bajan un grado -en la práctica, dos-, pasando a quedar junto a los jueces de capital de provincia que se encuentran en la categoría inferior (propuesta como quinta).





	De este modo -añadió-, se desea evitar que los relatores y secretarios de Cortes de Apelaciones puedan llegar a cargos de ministros, sin haberse desempeñado previamente como jueces;





	4.- La sexta categoría se integra de igual modo a la antigua quinta; esto es, jueces letrados de Juzgados de comuna o agrupación de comunas y secretarios de Juzgados de asiento de Corte de Apelaciones;





	5.- La que se propone como séptima categoría no altera la antigua sexta, en cuanto incluye a los secretarios de capital de provincia; aunque contempla al prosecretario de la Corte Suprema y al secretario abogado del fiscal del mismo Tribunal, que antes estaban en la categoría siguiente, y excluye a los defensores públicos, toda vez que se propone que éstos cambien de escalafón, y





	6.- La última categoría continúa estando integrada por los secretarios de Juzgados de comunas o agrupación de éstas. Hizo presente, sin embargo, que esta vez quedan solos, por haber subido a la categoría anterior los ya mencionados prosecretario de la Corte Suprema y secretario abogado del fiscal de la misma;





	d) Se coordinan las normas anteriores con las del Escalafón Secundario de Funcionarios Auxiliares de la Administración de Justicia, incorporándose a éste, como primera serie, a los defensores públicos. Se cambian los números correlativos de las series actualmente existentes, pasando a integrar la segunda, los notarios, conservadores y archiveros; la tercera, los procuradores del número; la cuarta, los receptores de juzgados de letras; y la quinta, los asistentes sociales judiciales. Finalmente, señaló que la primera categoría de todas estas series pasa a ser integrada por los funcionarios que se desempeñen en la Región Metropolitana, en vez de los que lo hacen en Santiago.











Modificaciones a las normas sobre ingreso y escalafones de los empleados de secretaría





	Manifestó que las principales enmiendas que es dable destacar en esta materia, son las que a continuación se indican:





	a) Se establecen los mismos requisitos de ingreso que los existentes para los funcionarios de la Administración Pública: ser ciudadano; haber cumplido con la ley de reclutamiento y movilización; tener salud compatible con el desempeño del cargo; haber aprobado el nivel de educación media; no haber cesado en un cargo en el Poder Judicial o en la Administración del Estado, como consecuencia de una medida disciplinaria o mala calificación, a menos que hayan transcurrido más de diez años desde ello, y no estar inhabilitado para el ejercicio de cargos u oficios públicos, ni hallarse condenado o procesado por crimen o simple delito;





	b) Se deroga el inciso segundo del artículo 293, que establecía que los empleados abogados gozaban de un derecho preferente por sobre los extraños, para ingresar a los Escalafones Primario y Secundario;





	c) También se deroga la ley 7.539, que asimilaba a los empleados abogados, luego de cierto tiempo, a la quinta o sexta categoría del Escalafón Primario;





	d) En cuanto a la confección de las ternas para proveer en propiedad los cargos de empleados, cabe destacar los siguientes aspectos:





	1. Se hacen expresamente aplicables a los empleados las normas establecidas para los concursos de los jueces, asegurando su publicidad y aumentando la regulación objetiva y la transparencia de los mencionados concursos.





	Destacó que, incluso, en caso de integrar las ternas con personas extrañas a la carrera o a quienes vienen de la categoría subsiguiente, obliga a fundar la decisión;





	2. Se mantiene, con leves modificaciones de concordancia, la norma que prohibe incluir en ternas a funcionarios mal calificados o que hayan sido objeto de medidas disciplinarias luego de la calificación;





	3. Siguiendo el sistema del Escalafón Primario, establece que uno de los lugares en la terna se ocupará por antigüedad (funcionario más antiguo calificado en lista de méritos de la categoría inmediatamente inferior que manifieste su interés) y que los otros dos lugares se ocuparán por funcionarios de la misma categoría, o de la inmediatamente inferior, que concursen y conforme a sus méritos;





	4. Modifica el sistema de postulación de personas ajenas a la carrera. Explicó que en la actualidad se contempla la posibilidad de incluir a extraños sólo en la última categoría o si no hay postulantes empleados. Agregó que el sistema que se propone elimina la postulación de extraños aunque no hayan oponentes empleados, salvo para el caso de la quinta categoría cuando no hubieren oponentes de este tipo y para la sexta y siguiente, en que tienen iguales derechos;





	5. Se termina con la preferencia que la ley actualmente otorga a los empleados que concursan estando ya en la jurisdicción de la misma Corte;





	6. Modifica la preferencia otorgada a los concursantes estudiantes o egresados de derecho. Señaló que en el sistema actual uno de ellos tiene derecho a ocupar un lugar en las ternas para tercera y cuarta categorías. Indicó que el proyecto propone mantener el aludido derecho, pero sólo para la quinta y sexta, y que suprime el privilegio para ascender a los egresados con más de dos años en el escalafón, y





	7. Termina con el sistema de designación a propuesta unipersonal de la Corte Suprema o de su Presidente, actualmente existente para varios de los funcionarios de su dependencia;





	e) Se establece que el nombramiento en calidad de suplentes o interinos lo puede hacer directamente el respectivo tribunal o Corte, hasta por sesenta días. Manifestó que en la actualidad lo hace la Corte Suprema, a propuesta del tribunal, y el plazo máximo es de 60 días, indicando que se mantiene la regla que dispone que ni aun en estos casos el funcionario podrá desempeñar su cargo mientras no se le transcriba el decreto respectivo totalmente tramitado, salvo que en este último se disponga que asuma de inmediato las funciones. Hizo presente, finalmente, que se elimina la excepción contemplada para suplencias de menos de treinta días, y





	f) Se reestructuran todas las categorías que integran el Escalafón del personal de empleados u oficiales de secretaría, de acuerdo a la importancia real de las funciones que desempeña el respectivo personal.





	La Comisión, luego de un amplio debate sobre la materia, aprobó en general el proyecto, por coincidir con el propósito central de perfeccionar la carrera judicial.




















Discusión en Particular





	La iniciativa en informe consta de dos artículos permanentes y uno transitorio.








	A continuación, se efectúa una sucinta relación de cada uno de los artículos y números del proyecto, con indicación de los acuerdos adoptados por la Comisión a su respecto.











Artículo 1°





	Consta de 42 números, por medio de los cuales introduce diversas modificaciones al Código Orgánico de Tribunales.








N° 1)





	Sustituye el artículo 252.





	El referido artículo 252, dispone, en su inciso primero, que para ser juez de letras se requiere tener nacionalidad chilena, natural o legal; 25 años de edad, y el título de abogado.





	En sus incisos segundo, tercero, cuarto y quinto, estatuye que -sin perjuicio de las normas sobre antigüedad y ascensos contenidas en el artículo 280- "los abogados y los funcionarios judiciales que no sean jueces de letras y que según las reglas del párrafo tercero de este título pueden optar a estos últimos cargos deberán cumplir, además, con las condiciones siguientes:





	Para ser juez de un juzgado de letras de una comuna o agrupación de comunas: haber ejercido por dos años la profesión de abogado;





	Para ser juez de un juzgado de letras de capital de provincia: haber ejercido por seis años la profesión de abogado o servido por dos años un juzgado de letras de comuna o agrupación de comunas;





	Para ser juez de un juzgado de letras de asiento de Corte: haber ejercido por nueve años la profesión de abogado o servido por cinco años un juzgado de letras de comuna o agrupación de comunas o por dos años uno de capital de provincia".





	El proyecto reemplaza el precepto por otro que presenta las siguientes modificaciones:





	a) En el inciso primero, rebaja de 25 a 23 años la edad mínima para ser juez de letras, y





	b) Suprime los incisos segundo, tercero, cuarto y quinto, en atención a que en este artículo solamente se dejan los requisitos mínimos y comunes exigibles a quienes desean ser jueces de letras, incorporándose al artículo 284, que regula la formación de las ternas, los requisitos específicos que se requieren para acceder a las distintas categorías.





	La Comisión, por unanimidad, aprobó este número, sin modificaciones.








N° 2)





	Reemplaza el artículo 253.





	El referido artículo 253, preceptúa, en su inciso primero, los requisitos necesarios para ser miembro de una Corte de Apelaciones.





	Su inciso segundo, establece que, sin perjuicio de las normas sobre antigüedad y ascensos contenidas en el artículo 280, "los funcionarios judiciales que no sean fiscales o jueces de asiento de Corte y que según las reglas del párrafo tercero de este título puedan optar a los cargos de Ministro de Corte de Apelaciones deberán, además, haber ejercido por doce años la profesión de abogado o servido por seis años un juzgado de letras de comuna o agrupación de comunas o por cuatro años uno de capital de provincia o por dos años uno de asiento de Corte".





	Su inciso tercero dispone, que los requisitos mencionados en los incisos anteriores, regirán también para los abogados integrantes de las Cortes de Apelaciones.





	El proyecto sustituye este artículo por otro que, en el encabezamiento del inciso primero, reemplaza el vocablo "miembro" por "ministro" y que, además, suprime su inciso segundo, por la razón ya expresada al referirnos al número anterior.





	La Comisión, por unanimidad, aprobó este número, con una enmienda menor de índole formal.











N° 3)





	Sustituye el artículo 254.





	El referido artículo 254 dispone, en su inciso primero, que "para ser miembro de la Corte Suprema se requiere:





	1° Nacionalidad chilena, natural o legal;





	2° Tener 36 años de edad;





	3° Tener título de abogado;





	4° Haber ejercido por quince años la profesión de abogado o servido por ocho años un juzgado de comuna o agrupación de comunas o por seis años uno de asiento de Corte de Apelaciones o por dos años el cargo de miembro de una de estas Cortes".





	Su inciso segundo, estatuye que regirán también los requisitos anteriores, para los abogados integrantes de la Corte Suprema.





	El proyecto reemplaza el artículo por otro que presenta las siguientes modificaciones:





	a) En el encabezamiento del inciso primero, reemplaza la expresión "miembro" por "ministro";


	


	b) Elimina el N° 4° del inciso primero, regulando esta materia en el nuevo inciso segundo que se agrega a este precepto, en la forma que se indica a continuación;





	c) Intercala, como inciso segundo, nuevo, el siguiente:





	"Los abogados extraños a la Administración de Justicia requieren, además, haber ejercido por 10 años su profesión. Para estos efectos, se equipararán los servicios que presten los abogados en cualquier empleo judicial al ejercicio de dicha profesión.", y





	d) El inciso segundo pasa a ser tercero, sin enmiendas.





	La Comisión, por unanimidad, aprobó este número, con una enmienda formal y una modificación de fondo, en el inciso segundo, consistente en exigir a los abogados extraños a la Administración de Justicia, para ser ministro de la Corte Suprema, quince años de ejercicio de la profesión -en vez de diez-, que es el lapso actualmente vigente, según se explicó precedentemente.








N° 4)





	Deroga el artículo 255.





	El artículo cuya supresión se propone dispone que "para el cómputo de los años requeridos para obtener los cargos judiciales, se equiparan los servicios que presten los abogados en cualquier empleo judicial al ejercicio de dicha profesión, y los servicios de los cargos de relatores y defensores públicos, a los de los jueces de letras de la localidad respectiva.".





	Como se explicó precedentemente la disposición contenida en este artículo se elimina como norma general, toda vez que se incluye en el inciso segundo del artículo 254, para el único caso en que resulta aplicable, que es el de la Corte Suprema, pues en los demás casos la carrera judicial queda cerrada.





	La Comisión, por unanimidad, aprobó este número, sin enmiendas.








N° 5)





	Reemplaza el artículo 258.





	El artículo 258 vigente señala que "no pueden ser simultáneamente jueces de una misma Corte de Apelaciones o de la Corte Suprema, los parientes consanguíneos o afines en línea recta, ni los colaterales que se hallen dentro del segundo grado de consanguinidad o afinidad".





	El proyecto sustituye este precepto por otro que dispone que "no pueden ser simultáneamente jueces de una misma Corte de Apelaciones o de la Corte Suprema, las personas ligadas entre sí por matrimonio, por parentesco por consanguinidad hasta el tercer grado inclusive, por afinidad hasta el segundo grado, o por adopción".





	La Comisión fue de opinión que, no existiendo relación jerárquica, sino tan solo de coordinación, no parecía conveniente ampliar la incompatibilidad contenida en este precepto en los términos propuestos en el mensaje.





	Consideró, asimismo, que en la norma del actual artículo 258 no debería ser aplicable a la Corte Suprema, en atención a su jerarquía.





	En consideración al criterio anteriormente expuesto, la Comisión, por unanimidad, reemplazó este número por otro que mantiene el artículo 258 vigente, con la sola enmienda de eliminar la mención a la Corte Suprema.








N° 6)





	Reemplaza el artículo 259.





	El referido artículo dispone que "no podrán ser nombrados ministros de una Corte de Apelaciones las personas que tengan el parentesco indicado en el artículo anterior con alguno de los funcionarios del Escalafón Primario o de la primera serie del Escalafón Secundario dependientes de esa misma Corte".





	El proyecto sustituye el artículo por otro que preceptúa que "no podrán ser nombrados ministros y fiscal de la Corte Suprema, las personas que sean cónyuges o que tengan el parentesco indicado en el artículo anterior con alguno de los jueces o funcionarios del Escalafón Primario que se desempeñen en esa misma Corte, con los ministros y fiscales de las Cortes de Apelaciones, ni con los funcionarios de las cuatro primeras Series del Escalafón Secundario".





	La Comisión, por unanimidad, sustituyó el artículo 259 propuesto, por otro fundado en los siguientes criterios generales:





	a) Que la incompatibilidad exista solamente cuando haya relación jerárquica, permitiendo que personas que tengan las relaciones de matrimonio o parentesco que se indican puedan proseguir normalmente sus carreras, con la limitación anotada;





	b) Que en aquellos casos en que, como consecuencia de producirse el nombramiento de un funcionario en determinados cargos del Escalafón Primario, quedare algún cónyuge o pariente de los que se indican desempeñándose en situación de relación jerárquica con aquél, el que tenga el cargo de menor jerarquía debe ser trasladado de inmediato, y





	c) Que cuando se produjere la situación de que algún ministro de la Corte Suprema sea cónyuge o tenga los grados de parentesco que se mencionan, con un miembro del Escalafón Primario, aquél no podrá tomar parte alguna en los asuntos en que éste pueda tener interés.








N° 7)





	Sustituye el artículo 260.





	El referido artículo 260, dispone que "no podrá existir el parentesco de consanguinidad o de afinidad en la línea recta o en la colateral hasta el segundo grado inclusive, entre los miembros de la Corte Suprema y los de las Cortes de Apelaciones, ni entre éstos y los jueces letrados de su respectiva jurisdicción".





	El proyecto reemplaza el artículo por otro que señala que "no podrán ser nombrados ministros y fiscales de una Corte de Apelaciones, las personas que tengan el parentesco señalado en el artículo 258 con alguno de los jueces y funcionarios del Escalafón Primario, con los funcionarios de las cuatro primeras Series del Escalafón Secundario, ni con los empleados de secretaría, que se desempeñen en la jurisdicción de esta Corte. Tampoco lo podrán ser quienes tengan tales vínculos con alguno de los ministros o fiscal de la Corte Suprema".





	La Comisión, por unanimidad, sustituyó este artículo por uno que, en su inciso primero, establece que no podrán ingresar en el Escalafón Secundario aquellos que sean cónyuges o tengan alguno de los parentescos que indica con algún ministro de la Corte Suprema o de Corte de Apelaciones, o con algún miembro del Escalafón Primario que se desempeñe en el territorio jurisdiccional del cargo que se trata de proveer.





	Su inciso segundo, establece similar prohibición para el Escalafón del Personal de Empleados, con la única diferencia de que, en el caso de los ministros de Corte de Apelaciones, el parentesco que impide el ingreso de un funcionario es exclusivamente con aquellos ministros que se desempeñen en el territorio jurisdiccional del cargo que se trata de proveer.











N° 8)





	Reemplaza los dos primeros incisos del artículo 265.





	El artículo 265 vigente dispone, en su inciso primero, que "en el Escalafón Primario figurarán los miembros y fiscales de la Corte Suprema y de las Cortes de Apelaciones, los jueces letrados, los relatores, los secretarios de Cortes y de juzgados de letras y los defensores públicos".





	Su inciso segundo, estatuye que figurarán en el Escalafón Secundario "los notarios, conservadores, archiveros, procuradores del número, receptores y asistentes sociales judiciales".





	Su inciso tercero, establece los empleados que figurarán en el Escalafón Especial del personal subalterno.





	El proyecto sustituye los dos primeros incisos del precepto por otros, que presentan las siguientes modificaciones principales:





	a) Traslada del Escalafón Primario al Secundario a los defensores públicos, y





	b) Menciona expresamente entre los integrantes del Escalafón Primario al prosecretario de la Corte Suprema y al secretario abogado  del fiscal de ese mismo tribunal, en armonía con lo dispuesto en el artículo 267.





	La Comisión, por unanimidad, aprobó este número.








N° 9)





	Sustituye el artículo 267.





	El referido artículo 267 dispone que el Escalafón Primario tendrá las siguientes categorías:





"Primera categoría: Miembros y fiscal de la Corte Suprema.


Segunda categoría: Miembros y fiscales de las Cortes de Apelaciones; y relatores y secretario de la Corte Suprema.


Tercera categoría: Jueces letrados de juzgados de ciudad asiento de Corte y relatores y secretarios de Cortes de Apelaciones.


Cuarta categoría: Jueces letrados de juzgados de ciudad capital de provincia y defensores públicos de Santiago y Valparaíso.


Quinta categoría: Jueces letrados de juzgados de comuna o agrupación de comunas y secretarios de juzgados de letras de comunas de asiento de Corte.


Sexta categoría: Secretarios de juzgados de letras de ciudad capital de provincia y defensores públicos de ciudad asiento de Corte y de juzgados de letras de capital de provincia.


Séptima categoría: Secretarios de juzgados de letras y defensores públicos de comunas o agrupaciones de comunas; prosecretario de la Corte Suprema y secretario abogado del fiscal de la misma Corte".





	El proyecto reemplaza el precepto por otro que contempla, en su inciso primero, las siguientes Categorías para el Escalafón Primario:





"Primera Categoría: ministros y fiscal de la Corte Suprema.


Segunda Categoría: ministros de Corte de Apelaciones.


Tercera Categoría: fiscales de Corte de Apelaciones y relator y secretario de la Corte Suprema.


Cuarta Categoría: jueces letrados de juzgados de ciudad asiento de Corte de Apelaciones.


Quinta Categoría: jueces letrados de juzgados de ciudad capital de provincia y relatores y secretarios de Corte de Apelaciones.


Sexta Categoría: jueces letrados de juzgados de comuna o agrupación de comunas y secretarios de juzgados de ciudad asiento de Corte de Apelaciones.


Séptima Categoría: secretarios de juzgados de capital de provincia, prosecretario de la Corte Suprema y secretario abogado del fiscal de ese mismo tribunal.


Octava Categoría: secretarios de juzgados de comuna o agrupación de comunas".





	Su inciso segundo, dispone que "los relatores de la Corte Suprema y de las Cortes de Apelaciones se incorporarán a las categorías que respectivamente se les asigna en los términos del artículo 285".





	La Comisión, por unanimidad, aprobó el nuevo texto propuesto para este artículo, con la enmienda básica de mantener a los fiscales de las Cortes de Apelaciones y a los relatores y secretario de la Corte Suprema en la segunda categoría, y a los relatores y secretarios de las Cortes de Apelaciones en la tercera categoría, por no estimar conveniente la distinción que planteaba el proyecto. Como consecuencia de lo anterior se mantienen siete categorías, en lugar de las ocho que proponía el mensaje.








N° 10)





	Deroga el artículo 268.





	El referido artículo, preceptúa, en su inciso primero, que los jueces de comuna o agrupación de comunas y los secretarios de juzgados de letras, que tengan más de cinco años de permanencia en la categoría, tendrán, para efectos de los ascensos, iguales derechos que los funcionarios de la categoría inmediatamente superior.





	Su inciso segundo, establece, que igual regla se aplicará a los defensores públicos de las categorías sexta y séptima, que tengan más de diez años de permanencia en el cargo o de veinte en el servicio judicial.





	La Comisión aprobó solamente la derogación del inciso segundo de este artículo, toda vez que los defensores públicos pasan al Escalafón Secundario, como se establece más adelante; pero rechazó, en cambio, la derogación del inciso primero.





	La derogación del inciso primero fue rechazada con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Vodanovic, y la oposición de los HH. Senadores señores Otero y Pacheco, y la supresión del inciso segundo fue aprobada por unanimidad.





	La mayoría fue partidaria de mantener el criterio de que la antigüedad en la categoría confiera el derecho contemplado en el inciso primero, toda vez que la norma no ha presentado mayores inconvenientes y pueden concurrir diversos factores de índole personal que justifiquen que, en casos determinados, los jueces de comuna no deseen serlo de capital de provincia. Consideró, asimismo, que la derogación de la norma podría significar un perjuicio para el servicio, toda vez que habitualmente los primeros años son de aprendizaje, por lo que obligar a un funcionario a desempeñar otro cargo no siempre es positivo.





	La minoría, por su parte, era partidaria de la derogación del mencionado inciso por estimar que él incentiva la sedentariedad y permite a una persona renunciar al ascenso sin ninguna consecuencia negativa para su carrera, en circunstancias que la carrera judicial debe ser de carácter nacional y que el funcionario que ingresa a un organismo público debe estar dispuesto a ejercer los cargos correspondientes a los distintos niveles.








N° 11)





	Modifica el artículo 269.





	El referido artículo 269 establece, en su inciso primero, que el Escalafón Secundario tendrá las siguientes Series:


Primera Serie: Notarios, conservadores y archiveros.


Segunda Serie: Procuradores del Número.


Tercera Serie: Receptores de juzgados de letras.


Cuarta Serie: Asistentes sociales judiciales.





	Agrega el mencionado inciso que cada una de estas Series se dividirá en cuatro Categorías.





	Su inciso segundo, estatuye que figurarán en la Primera Categoría, "los funcionarios de las cuatro Series que desempeñen sus cargos en el territorio jurisdiccional de la Corte de Apelaciones de Santiago".





	Sus incisos tercero, cuarto y quinto, reglamentan qué funcionarios figurarán en las Categorías Segunda, Tercera y Cuarta, respectivamente, señalando que en la Segunda, estarán "los funcionarios de las cuatro series que sirvan sus cargos en las demás comunas o agrupaciones de comunas que sean asiento de Corte de Apelaciones".





	El proyecto introduce las siguientes enmiendas:





	a) En el inciso primero, incorpora al Escalafón Secundario una nueva Primera Serie, integrada por los defensores públicos, pasando las actuales Primera, Segunda, Tercera y Cuarta Series a ser Segunda, Tercera, Cuarta y Quinta, respectivamente, y





	b) Sustituye, en el inciso segundo, la palabra "cuatro" por "cinco", y reemplaza la frase "en el territorio jurisdiccional de la Corte de Apelaciones de Santiago" por "en la Región Metropolitana".





	La Comisión, por unanimidad, acordó sustituir este número por otro que reemplaza en su integridad el artículo 269.





	Las principales modificaciones introducidas en relación con la proposición contenida en el mensaje, son las siguientes:





	a) Suprimió la nueva primera categoría que se proponía, constituida por los funcionarios de las cinco series que desempeñan sus cargos en la Región Metropolitana, por estimar que no se justifica tal norma, toda vez que en la mencionada Región hay lugares de menor población e importancia que muchas ciudades grandes ubicadas en otras regiones del país. Como consecuencia de lo anterior, las actuales segunda, tercera y cuarta categoría, pasan a ser primera, segunda y tercera, respectivamente, y





	b) En la nueva primera categoría, que corresponde a la antigua segunda, se agregó a los funcionarios que se desempeñen en el territorio jurisdiccional de juzgados considerados en la categoría de asiento de Corte de Apelaciones.








N° 12)





	Sustituye el artículo 273.





	El artículo 273 vigente dispone, en su inciso primero, que los jueces de letras y los especiales de menores, elevarán a la respectiva Corte de Apelaciones, antes del 1° de diciembre de cada año, un informe con la apreciación que les merezcan los funcionarios de su dependencia, atendiendo a los parámetros que indica.





	Su inciso segundo, establece que las Cortes de Apelaciones enviarán a la Corte Suprema, en los últimos cinco días de cada año, un informe confidencial con la apreciación que les merezcan los funcionarios que señala, para los efectos de la calificación a que se refiere el artículo 275, indicando las medidas disciplinarias que se les hubieren impuesto.





	Su inciso tercero, preceptúa que, en el mismo plazo indicado, el fiscal de la Corte Suprema enviará un informe similar al descrito en el inciso anterior, respecto de los fiscales de las Cortes de Apelaciones.





	Su inciso cuarto, enumera las circunstancias a las que el tribunal deberá hacer referencia en su informe.





	Su inciso quinto, estatuye que el citado informe deberá contener, respecto de cada funcionario, una proposición para su inclusión en las listas que indica.





	Su inciso sexto, establece que antes de enviar sus informes, las Cortes o el fiscal deberán poner en conocimiento de los funcionarios respectivos las partes que les conciernen a fin de que dentro de un plazo no superior a diez días puedan formular por escrito las rectificaciones de hecho y descargos que estimen necesarios.





	El proyecto reemplaza el precepto por otro que señala, en su inciso primero, que los jueces, los funcionarios auxiliares de la Administración de Justicia y los empleados del Poder Judicial, serán calificados anualmente atendiendo a la conducta funcionaria y desempeño observados en ese período, en la forma que se dispone en los artículos siguientes.





	Su inciso segundo, indica que esta evaluación se realizará por quienes indica a continuación:





	a) La Corte Suprema calificará a los relatores y procuradores del número que se desempeñen en dicho tribunal; a su secretario y empleado, y a los ministros de las Cortes de Apelaciones del país;





	b) Las Cortes de Apelaciones calificarán a sus secretarios, relatores y empleados; a los jueces de letras, de menores y del trabajo que se desempeñen dentro de su territorio jurisdiccional, a los secretarios de estos últimos y a los funcionarios auxiliares de la Administración de Justicia que ejerzan sus funciones en la jurisdicción de juzgados de ciudad asiento de Corte de Apelaciones;





	c) Los jueces letrados calificarán a sus asistentes sociales y empleados y a los funcionarios auxiliares de la Administración de Justicia no comprendidos en la letra anterior, que se desempeñen dentro de sus respectivos territorios jurisdiccionales;





	d) El fiscal de la Corte Suprema calificará a los funcionarios y empleados de su oficio y a los fiscales de las Cortes de Apelaciones, y





	e) Los fiscales de las Cortes de Apelaciones calificarán a los empleados de su oficio.





	Su inciso tercero, preceptúa que la Corte Suprema y las Cortes de Apelaciones constituirán, para efecto de las calificaciones, comisiones calificadoras, integradas por tres de sus miembros designados por sorteo anual, efectuado en octubre de cada año, correspondiéndole al más antiguo de los sorteados ser su Presidente. Regula, además, el procedimiento para la designación de miembros suplentes de las aludidas comisiones.





	Su inciso cuarto, señala que para los efectos de calificar a los funcionarios auxiliares de la Administración de Justicia indicados en la letra c), en los lugares en que exista más de un juez de letras, se constituirán todos ellos en comisión calificadora. Agrega, que si su número excediere de tres, se designará a tres de ellos en la forma que indica. Dispone, enseguida, la forma de elección de suplentes. Finalmente, establece, para el caso que fueren dos los jueces de letras, que la calificación la hará el más antiguo de ellos.





	Su inciso quinto, indica que se desempeñará como secretario de las referidas comisiones, el secretario del tribunal donde se desempeñe su presidente, y, para el caso que hubiere dos o más secretarios, por el que designe el tribunal. Añade, para aquellos casos en que la calificación deba hacerla una sola persona, que ésta designará un secretario  en el mes de octubre de cada año de entre sus subordinados o auxiliares de la Administración de Justicia de su territorio jurisdiccional.





	La Comisión, con el voto favorable de los HH. Senadores señores Díez, Martin, Pacheco y Vodanovic y la oposición del H. Senador señor Fernández, aprobó el nuevo artículo que se propone, con las siguientes modificaciones sustanciales:





	a) Suprimió, en principio, la calificación de los jueces y ministros de Corte de Apelaciones, en consideración, por una parte, a que los magistrados son independientes en el desempeño de sus funciones, motivo por el cual no estimó conveniente que estén sujetos a calificaciones, toda vez que ello podría, eventualmente, poner en peligro su independencia y, por otra, a que la aplicación del actual sistema de calificaciones ha significado, en la práctica, que la inmensa mayoría de los jueces sean incluidos en lista de méritos, lo que ha traído como resultado que funcione más bien como un sistema de descalificación que de estímulo.





	Sin embargo, mantuvo la calificación para aquellos jueces y ministros que hayan sido objeto de alguna medida disciplinaria, en los términos que indica el artículo 273 bis, nuevo, que se propone agregar;





	b) Conservó, en el inciso primero, los factores que actualmente se deben tener en consideración para efectuar la calificación, consistentes en atender a la eficiencia, celo y moralidad observados por el calificado en el período respectivo, por estimar que son más amplios y comprensivos que los propuestos en el proyecto;





	c) Eliminó la existencia de comisiones calificadoras en los tribunales colegiados, disponiendo que cuando la calificación corresponda a uno de los mencionados tribunales ella deberá ser efectuada por el pleno correspondiente, y





	d) Dispuso, respecto de los notarios, que ellos serán calificados por el pleno de la Corte de Apelaciones respectiva, previo informe del juez en cuyo territorio jurisdiccional se desempeñen.





	El H. Senador señor Fernández, por su parte, manifestó su opinión favorable a mantener el sistema de calificaciones vigente, por estimar que ha funcionado adecuadamente.








- - -





	A continuación, la Comisión, con el voto favorable de los HH. Senadores señores Díez, Martin, Pacheco y Vodanovic y la oposición del H. Senador señor Fernández, acordó intercalar un número 13), nuevo, al artículo 1° del proyecto, por medio del cual se agrega un artículo 273 bis, también nuevo, al Código Orgánico de Tribunales, como consecuencia de los acuerdos adoptados respecto del artículo 273, precedentemente explicados.





	El precepto que se propone establece, en su inciso primero, que los jueces y ministros de Corte de Apelaciones no serán objeto de calificación, a menos que, durante el último año, hayan sido objeto de alguna medida disciplinaria, caso en el cual serán calificados.





	Agrega, enseguida, en su inciso segundo, que los jueces y ministros de Corte que, de acuerdo a lo establecido en el inciso anterior no sean calificados, se considerarán evaluados en lista de méritos para todos los efectos legales.





- - -








N° 13)





	Pasa a ser número 14.





	Reemplaza el artículo 274.





	El artículo 274 vigente dispone, en su inciso primero, que para los efectos del artículo anterior, las Cortes de Apelaciones se reunirán, a contar del 1° de diciembre de cada año, en sesiones secretas, que se llevarán a cabo fuera de las horas ordinarias de audiencia.





	Su inciso segundo, estatuye que los acuerdos se adoptarán por las Cortes reunidas en pleno, con el voto conforme de la mayoría absoluta de los ministros que asistan a la audiencia, aplicándose, en lo que fueren compatibles, las reglas que indica.





	Su inciso tercero, establece que se dejará constancia de los acuerdos en un libro especial, el cual se mantendrá reservado.





	El proyecto sustituye el artículo por otro, que dispone que los secretarios de los órganos calificadores mencionados en el artículo anterior, deberán cumplir, entre otras, las siguientes funciones:





	a) Reunir, dentro de los últimos quince días del mes de noviembre de cada año, las hojas de vida, con los antecedentes agregados, correspondientes a los jueces, funcionarios o empleados que deba evaluar el respectivo órgano calificador, para lo cual los solicitará de las personas que deben llevarlas conforme a lo establecido en el artículo 277;





	b) Recibir las observaciones que formulen los organismos indicados en el artículo 275, remitir copia de las mismas, a quienes conciernan según lo exige la citada disposición, y recibir los descargos que la persona afectada realice por escrito;





	c) Formar carpetas separadas para cada una de las personas que deba evaluar el órgano calificador, incluyéndose sus hojas de vida y antecedentes respectivos, así como fotocopia autorizada de la parte pertinente del libro de actas referido en la letra f) de este artículo, relativo a las calificaciones anuales, y los escritos de reposición y apelación subsidiaria que presente el interesado, con las resoluciones recaídas en ellos;





	d) Disponer el local y los materiales necesarios para el trabajo de los órganos calificadores para cuyo efecto podrán solicitar lo que estimen pertinente de los tribunales y de la Corporación Administrativa del Poder Judicial;





	e) Confeccionar los oficios y comunicaciones que señala, y cumplir las instrucciones que el Presidente de la Comisión imparta, relativas al proceso de calificación;





	f) Consignar por escrito las diversas votaciones y sus fundamentos, emitidas por cada uno de los miembros de la comisión calificadora, con respecto a todos los jueces, funcionarios y empleados que corresponda evaluar. Agrega, además, que deberá indicar el puntaje promedio, con dos decimales, que resulte de dichas votaciones y la lista en que, en consecuencia, le corresponda figurar al funcionario. Agrega que, en el caso que la calificación sea realizada por una sola persona, deberá consignar  ésta y  sus fundamentos; 





	g) Notificar a los evaluados el resultado de sus calificaciones en la forma que indica;





	h) Presentar al órgano calificador las solicitudes de reposición y apelación subsidiaria que se interpongan para su resolución, decisión que se consignará en el libro de actas mencionado en la letra f) y que se notificará al interesado en la forma que señala;





	i) Remitir, en los casos que proceda, al tribunal que debe conocer la apelación subsidiaria interpuesta en contra de la calificación, la carpeta mencionada en la letra c), dando aviso de ello al apelante por carta certificada, y





	j) Remitir copia de las calificaciones ejecutoriadas a los órganos señalados en el inciso final del artículo 276.





	La Comisión, aprobó el nuevo texto propuesto para este artículo, con las siguientes modificaciones principales:





	a) Eliminó diversas normas contenidas en este artículo, por considerarlas de índole reglamentaria;





	b) Agregó un párrafo nuevo a la letra f) -que pasó a ser c)-, disponiendo expresamente que la constancia a que alude el primer párrafo de la misma deberá dejarse en un libro de actas, con suficiente precisión para permitir que el calificado conozca los aspectos de su desempeño que debe corregir y aquellos en que debe persistir;





	c) Incorporó una letra h), nueva, entregando a los secretarios de los órganos calificadores la función general de cumplir las demás órdenes e instrucciones que dispongan estos últimos, y





	d) Efectuó diversas enmiendas formales destinadas a perfeccionar la redacción de la norma.





	Los acuerdos fueron adoptados por unanimidad, excepto respecto de la letra f) -que pasó a ser c)- del nuevo texto que se propone para el artículo en análisis, la que fue aprobada con el voto favorable de los HH. Senadores señores Díez, Fernández y Letelier y la oposición de los HH. Senadores señores Pacheco y Vodanovic.





	La discrepancia, en relación con la letra aludida, se produjo por estimar la mayoría que, en aquellos casos en que el órgano calificador fuere pluripersonal, no era conveniente que se dejara constancia de los nombres de las personas que sustentaron las distintas opiniones, mientras la minoría consideró que era conveniente, para la transparencia del sistema calificatorio, dejar también constancia del mencionado antecedente.








N° 14)





	Pasa a ser número 15.





	Sustituye el artículo 275.





	El referido artículo 275 establece, en su inciso primero, que la Corte Suprema, una vez recibidos los informes que indica, hará en el mes de enero de cada año, una calificación general de los  ministros y fiscales  de las Cortes de Apelaciones, de los relatores y secretario de la Corte Suprema y de los funcionarios que señala.





	Su inciso segundo, estatuye que en lista número uno, figurarán los funcionarios sobresalientes; en la número dos, los funcionarios satisfactorios; en la número tres, los funcionarios regulares, y en la número cuatro, los funcionarios deficientes.





	Su inciso tercero, especifica el procedimiento a seguir para el caso de producirse empate de votos, respecto de si un funcionario debe figurar en las listas uno, dos, tres o cuatro. Agrega que si no se reuniere quórum necesario para incluir en la lista número cuatro a los funcionarios que gocen de inamovilidad, quedarán incluidos en la lista número tres.





	Su inciso cuarto, reglamenta las apelaciones que podrán formularse a las calificaciones.





	Sus incisos quinto, sexto, séptimo y octavo, señalan los elementos de juicio que deberán tenerse en consideración para calificar a los funcionarios en lista número uno, dos, tres o cuatro.





	El proyecto reemplaza el precepto por otro que dispone, en su inciso primero, que dentro de los diez primeros días del mes de noviembre de cada año, tanto el Consejo de Defensa del Estado, como los Colegios de Abogados y las Corporaciones de Asistencia Judicial podrán hacer llegar al respectivo órgano calificador sus opiniones respecto de la conducta funcionaria y desempeño observado por los jueces, funcionarios y empleados de los tribunales ordinarios de justicia durante el año anterior.





	Su inciso segundo, establece que las mencionadas opiniones deberán formularse por escrito y contener los fundamentos y antecedentes en los cuales se basen, no pudiendo referirse en caso alguno al contenido de las resoluciones emanadas del juez o funcionario que se califica ni a puntos de derecho; agrega que copia de la misma deberá remitirse de inmediato, por el órgano calificador, a los jueces, funcionarios y empleados a quienes concierna para que efectúen los descargos que estimen pertinentes antes de iniciarse el proceso de calificación. Finalmente, dispone que el órgano calificador deberá pronunciarse expresamente sobre cada una de ellas al hacer la evaluación anual.





	La Comisión, por unanimidad, aprobó el nuevo texto propuesto para el artículo 275, con las siguientes modificaciones más relevantes:





	a) Hizo extensivo a cualquier persona el derecho que este precepto confiere, sin circunscribirlo al Consejo de Defensa del Estado, a los Colegios de Abogados y a la Corporación de Asistencia Judicial, por estimar que los usuarios -básicamente los abogados- son los que realmente conocen el desempeño de los funcionarios judiciales, motivo por el cual se debe otorgar a todos ellos el derecho a hacer llegar sus opiniones sobre el desempeño de los mismos, toda vez que concederlo solamente a determinadas entidades podría constituir una discriminación injustificada;





	b) Estableció en forma genérica que las referidas opiniones pueden formularse respecto de la conducta funcionaria y desempeño observados por cualquier funcionario o empleado del Poder Judicial sujeto a calificación, y





	c) Suprimió la limitación consistente en que las opiniones no podían referirse en caso alguno al contenido de las resoluciones ni a puntos de derecho, por considerar que no se justificaba su mantención.








N° 15)





	Pasa a ser número 16.





	Reemplaza el artículo 276.





	El referido artículo 276 señala, en su inciso primero, que para efectuar la calificación la Corte Suprema se reunirá en audiencia secreta, desde el 2 de enero de cada año o desde el día siguiente hábil, hasta finalizar esa labor; añadiendo que las votaciones respectivas también serán secretas.





	Su inciso segundo, estatuye que estas audiencias se llevarán a efecto dentro de las dos primeras horas fijadas para el funcionamiento diario del tribunal.





	El proyecto sustituye este artículo por otro, que dispone, en su inciso primero, que las calificaciones se efectuarán por los órganos calificadores indicados en el artículo 273, dentro de los primeros quince días del mes de diciembre de cada año, fuera del horario de funcionamiento ordinario de los tribunales, mediante decisión fundada y dentro de un procedimiento reservado.





	Su inciso segundo, señala que todos los funcionarios deberán ser calificados en esa oportunidad, con los antecedentes que a esa fecha existan sobre los mismos.





	Su inciso tercero, establece que las calificaciones deberán ser puestas privadamente en conocimiento de los respectivos evaluados, tan pronto como finalice el proceso de evaluación, entregándoles copia íntegra de la resolución que les concierna o remitiendo éstas por carta certificada al tribunal donde aquéllos presten sus servicios.





	Su inciso cuarto, estatuye que los evaluados podrán pedir reposición de la calificación referida, ante el órgano calificador respectivo, dentro de los cinco días siguientes a su notificación, entendiéndose que esta última ha sido efectuada, en el caso de verificarse por carta certificada, al tercer día hábil siguiente a su expedición por correos.





	Su inciso quinto, dispone que la resolución que se pronuncie sobre la solicitud de reposición deberá dictarse en el plazo de diez días siguientes a la presentación del recurso y deberá ser igualmente fundada, notificándose en la misma forma que la calificación impugnada.





	Su inciso sexto, especifica que podrá deducirse apelación en contra de la calificación, la cual deberá presentarse en forma subsidiaria y conjunta a la reposición y dentro de los mismos plazos de ésta. Agrega que el recurso deberá ser someramente fundado y contener peticiones concretas, debiendo interponerse en el órgano calificador respectivo para ante los siguientes órganos:





	a) El pleno de la Corte de Apelaciones respectiva, si la calificación fue realizada por un juez o por una comisión calificadora de jueces;





	b) El fiscal de la Corte Suprema, si la calificación fue hecha por un fiscal de Corte de Apelaciones, y





	c) El Pleno de la Corte Suprema, si la calificación fue efectuada por una comisión calificadora de Corte de Apelaciones o por la comisión calificadora o el fiscal de la misma Corte Suprema. Los ministros que integraron dicha Comisión y el fiscal, en cuanto a las calificaciones que hizo, estarán inhabilitados para estos efectos de integrar el Pleno.





	Su inciso séptimo, preceptúa que las apelaciones deberán ser resueltas dentro del plazo de diez días de interpuesto el recurso, mediante decisión fundada. Agrega que dichas resoluciones se notificarán al interesado, en la forma expresada en el inciso tercero, por el Secretario de estos tribunales y serán comunicadas al órgano calificador respectivo.





	Su inciso octavo, especifica que todas las calificaciones, una vez que se encuentren ejecutoriadas, se comunicarán mediante oficio reservado, por los órganos calificadores, a la Corte Suprema, Cortes de Apelaciones y Ministerio de Justicia, para los efectos que procedan.





	La Comisión aprobó el nuevo texto propuesto para este artículo con diversas modificaciones, las principales de las cuales son las siguientes:





	a) Suprimió la mención a las comisiones calificadoras de los tribunales colegiados, en atención a que ellas fueron eliminadas;





	b) Estatuyó que la calificación será puesta en conocimiento del evaluado personalmente o por medio de carta certificada, estableciendo, en este último caso, que la notificación se entenderá efectuada el día de recepción de la aludida carta por el destinatario;





	c) Eliminó la mención a los casos en que el fiscal de la Corte Suprema no integrará el pleno, por ser innecesaria;





	d) Explicitó que el recurso de apelación no procede cuando la calificación la haya efectuado la Corte Suprema, y





	e) Agregó una disposición que establece quién actuará de secretario de los distintos órganos que deben conocer las apelaciones.











	El acuerdo anterior fue adoptado por unanimidad, excepto respecto del inciso octavo que fue aprobado con el voto favorable de los HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Otero y la oposición de los HH. Senadores señores Pacheco y Vodanovic, quienes opinaron, al igual como lo hicieran respecto del órgano calificador de primera instancia, que cuando el órgano que conoce la apelación fuere colegiado, debería dejarse constancia de las opiniones de cada uno de sus integrantes.








N°16)





	Pasa a ser número 17.





	Sustituye el artículo 277.





	El artículo 277 vigente dispone, en su inciso primero, que los funcionarios que gocen de inamovilidad, que sean incluidos en la lista cuatro con el voto de la mayoría de los miembros en ejercicio de la Corte Suprema, quedarán removidos de sus cargos, agregando que igual efecto se producirá respecto de aquellos funcionarios que, sin gozar de inamovilidad, fueren incluidos en la mencionada lista con el voto de la mayoría de los miembros de la Corte Suprema presentes en la votación. En ambos casos, añade, los funcionarios quedarán de inmediato suspendidos de sus funciones con goce de medio sueldo, especificando que el Presidente de la República cumplirá los acuerdos de remoción transcurridos 30 días desde que la Corte Suprema comunique al Ministerio de Justicia el resultado de la calificación anual.





	Su inciso segundo, estatuye que el funcionario afectado, en el plazo que indica, podrá dar inicio a su expediente de jubilación, siempre que acredite, a lo menos, diez años de servicios computables.





	Su inciso tercero, determina las comunicaciones que se deberán realizar, relativas al resultado del proceso de calificación.





	El proyecto reemplaza el artículo por otro que dispone, en su inciso primero, que, para los efectos de la calificación, se llevará una hoja de vida por cada uno de los jueces, funcionarios y empleados que deban ser evaluados, por el Secretario del tribunal en que aquéllos presten sus servicios, y  dispone, para el caso de que existiere más de un secretario, que el tribunal distribuirá entre ellos esta labor. Señala, asimismo, qué funcionarios serán los encargados de llevar la mencionada hoja de vida de los funcionarios auxiliares de la Administración de Justicia mencionados en las letras b), c), d) y e) del artículo 273. Agrega que las hojas de vida de las personas a quienes se asigna esta labor serán llevadas por el Presidente y por el fiscal de la Corte Suprema, por los Presidentes de las Cortes de Apelaciones y por los jueces, según corresponda.





	Su inciso segundo, establece las constancias que deberán consignarse en la hoja de vida de cada funcionario.





	Su inciso tercero, precisa que las observaciones que se consignen, en modo alguno, podrán referirse al contenido de las resoluciones emanadas por el funcionario que se califica, ni a puntos de derecho.





	Su inciso cuarto, estatuye que los antecedentes serán reservados, con excepción de la persona a que se refieran, la que podrá imponerse de su contenido las veces que lo estime conveniente, pudiendo hacer llegar al encargado de llevarlos, antes del inicio del proceso de calificación, las observaciones y antecedentes que desee para su agregación material.





	Su inciso quinto, señala que ante el mismo encargado y en la misma oportunidad, las personas que deban ser evaluadas gozarán del derecho de pedir que se anote en su respectiva hoja de vida, la circunstancia de haber asistido a seminarios, cursos y otras actividades de capacitación y perfeccionamiento o la publicación de artículos, ensayos o libros relativos a la Administración de Justicia o a la ciencia del derecho, para lo cual deberán acompañar los certificados y comprobantes pertinentes.





	Su inciso sexto, preceptúa que cuando en virtud de traslado o ascenso del juez, funcionario o empleado, deba ser otra la persona encargada de llevar su hoja de vida, ésta se remitirá al nuevo encargado, en forma inmediata, una vez producido el traslado o ascenso.





	La Comisión, por unanimidad, aprobó el nuevo texto propuesto para este artículo, con diversas modificaciones destinadas, por una parte, a armonizar sus normas con las enmiendas precedentemente introducidas a otras disposiciones y, por otra, a perfeccionar y precisar el precepto. Eliminó, además, la limitación consistente en que las observaciones no podrán referirse en modo alguno al contenido de las resoluciones emanadas del funcionario que se califica ni a puntos de derecho, por considerar que no se justifica su mantención.








N° 17)





	Pasa a ser número 18.





	Agrega un artículo 277 bis, nuevo.





	El referido artículo 277 bis, que se propone, establece, en su inciso primero, que la calificación deberá fundarse en antecedentes objetivos, para lo cual considerará, además de las anotaciones practicadas en la respectiva hoja de vida, los factores que indica.





	Su inciso segundo, dispone que, para los efectos de la calificación que deba realizarse a los jueces, se deberá considerar, además de lo ya indicado, su vocación profesional, preparación jurídica, independencia, personalidad, ponderación, creatividad y relación con la comunidad.





	La Comisión, por unanimidad, aprobó este artículo, con las siguientes enmiendas:





	a) Suprimió el inciso segundo, por considerarlo innecesario, y





	b) Efectuó modificaciones encaminadas a adecuar sus normas a los acuerdos precedentemente adoptados y a perfeccionar la disposición.








N° 18)





	Pasa a ser número 19.





	Reemplaza el artículo 278.





	El artículo 278  vigente estatuye, en su inciso primero, que los jueces de letras y los de letras de menores, efectuarán anualmente, durante la primera quincena de noviembre, una calificación de los empleados de secretaría y de los oficiales de sala de su dependencia, con el objeto de formar las cuatro listas a que se refiere el artículo 275.





	Sus incisos segundo, tercero, cuarto y quinto señalan las características que deberán reunir los funcionarios para ser calificados en cada una de las cuatro listas.





	En su inciso sexto, menciona otros empleados a los cuales deberá calificarse.





	Sus incisos séptimo y octavo, establecen que las calificaciones en lista número cuatro hechas por los jueces o por las Cortes de Apelaciones, en su caso, serán apelables en la forma que indica.





	Su inciso noveno, estatuye que las calificaciones efectuadas por los fiscales de las Cortes de Apelaciones serán reclamables ante el fiscal de la Corte Suprema, dentro del mismo plazo. 





	Su inciso décimo, establece la procedencia del recurso de reposición para los casos y en la forma que indica.





	Su inciso décimo primero, dispone que la Corte Suprema, cuando lo estime conveniente para el buen servicio, podrá calificar, por sí misma, a los empleados de cualquier tribunal del país, requiriendo para ello, cuando lo estime necesario, informe a las Cortes de Apelaciones y juzgados respectivos, y demás autoridades que puedan aportar antecedentes relacionados con la materia.





	Su inciso décimo segundo, preceptúa que una vez vencido el plazo de la apelación, los jueces comunicarán las calificaciones que  hayan efectuado a las respectivas Cortes de Apelaciones y, además, al Ministerio de Justicia, la de las personas que figuren en la lista número cuatro.





	Su inciso décimo tercero, señala que las Cortes de Apelaciones comunicarán a la Corte Suprema todas las calificaciones efectuadas, una vez vencido el plazo para la apelación, y comunicarán al Ministerio de Justicia la de las personas que figuren en lista número cuatro. Agrega que una vez vencido el mismo plazo, los fiscales de las Cortes de Apelaciones comunicarán las calificaciones al fiscal de la Corte Suprema, y al Ministerio de Justicia las de las personas incluidas en la lista número cuatro.





	Su inciso décimo cuarto, indica que la Corte Suprema y el fiscal de la misma, en su caso, comunicarán al Ministerio de Justicia la nómina de las personas calificadas en la lista número cuatro.





	Su inciso décimo quinto, establece que una vez recibida por el Poder Ejecutivo la nómina de las personas calificadas en lista número cuatro, procederá a decretar la remoción transcurridos treinta días contados desde la fecha de la comunicación. Añade que las calificaciones reclamadas se comunicarán una vez que el reclamo se haya resuelto.





	Su inciso décimo sexto, preceptúa que las audiencias que celebren las Cortes de Apelaciones para calificar a su personal y para conocer de las reclamaciones a que se refiere el inciso sexto, se realizarán dentro de las dos primeras horas fijadas para el funcionamiento diario del tribunal, serán secretas y se aplicarán las reglas contenidas en el párrafo segundo del Título V, en lo que fueren compatibles.





	Su inciso décimo séptimo, estatuye que regirá para los empleados a que se refiere este artículo y para los oficiales de sala, lo dispuesto en el artículo 277.





	El proyecto sustituye el precepto por otro que dispone, en su inciso primero, que la calificación comenzará con la relación que hará el secretario del órgano calificador a sus integrantes sobre todos los antecedentes contenidos en la carpeta de cada una de las personas que deban ser evaluadas y a continuación de cada una de las relaciones individuales, agregando que dichos integrantes procederán, separadamente, a entregar por escrito al secretario la evaluación que aquéllos les merezcan.





	Su inciso segundo, establece que la evaluación se referirá a todos los rubros comprendidos en los artículos 277 y 277 bis, los que serán ponderados, en conjunto, por cada uno de los integrantes del órgano calificador, quienes como resultado de su examen le asignarán al funcionario un puntaje de uno a veinte, mediante decisión someramente fundada. Agrega que de la ponderación resultante de todos los puntajes asignados al funcionario resultará su incorporación a una de las siguientes listas: Sobresaliente, para los promedios superiores a 19; Muy Buena, para los promedios de 16 a 19, inclusive; Satisfactoria, para los promedios de 13 a 15, inclusive; Regular, para los promedios de 9 a 12, inclusive y, Deficiente, para los promedios inferiores a 9.





	Su inciso tercero, estatuye que, para emitir su evaluación, los integrantes del órgano calificador tendrán presente que los puntajes que corresponden a la lista Sobresaliente podrán asignárseles únicamente y en forma excepcional, a aquellos evaluados que se destaquen nítidamente del resto de los jueces, funcionarios o empleados, que tengan una inmejorable conducta y desempeño funcionarios y siempre que no hubieren sido objeto de una medida disciplinaria durante el año anterior. Agrega que los puntajes que corresponden a la lista Muy Buena deberán asignarse a los evaluados que tengan excelente conducta y desempeño funcionario y que sólo hubieren sido objeto de medidas disciplinarias de amonestación privada. Añade que los correspondientes a la lista Satisfactoria se asignarán a aquellos evaluados que presenten una excelente conducta y un satisfactorio desempeño funcionario y siempre que no hubieren sido objeto de medidas disciplinarias de suspensión de funciones. Precisa que los puntajes correspondientes a la lista Regular se destinarán a los evaluados sólo aceptable en su conducta y desempeño funcionarios, los que continuarán prestando sus servicios en forma condicional hasta la próxima evaluación, oportunidad en que deberán mejorar necesariamente de lista calificativa. Finalmente, dispone que los puntajes correspondientes a la lista Deficiente se asignarán a los evaluados que presenten una conducta o desempeño funcionario incompatible con su permanencia en el Poder Judicial.





	Su inciso cuarto, dispone que las reglas anteriores se observarán también por el fiscal o la Corte, según corresponda, para el conocimiento y resolución de las apelaciones deducidas en contra de las decisiones de los órganos calificadores; actuando como secretario el que lo sea de la respectiva Corte o fiscal. Si en esta última, agrega, existieran más de dos, por el que designe el tribunal. Añade que en la relación, además de los antecedentes señalados en el inciso primero, deberán exponerse los fundamentos del recurso interpuesto.





	Su inciso quinto, preceptúa que para todos los efectos legales se considerará que los evaluados que hubieren sido incluidos en las listas Sobresaliente y Muy Buena, figurarán en lista de méritos.





	La Comisión, por unanimidad, aprobó el nuevo texto propuesto para este artículo, con las siguientes enmiendas principales:





	a) Suprimió la asignación de puntajes a los evaluados, disponiendo que éstos solamente serán incluidos en alguna de las listas que se establecen, en conformidad a las normas que se señalan;





	b) Incluyó a los funcionarios o empleados que durante el año anterior hubieran sido objeto de la medida disciplinaria de censura por escrito entre aquéllos que no podrán figurar en lista Satisfactoria, a fin de mantener el criterio vigente, que los incluye en la penúltima lista, que actualmente es la número tres, y





	c) Introdujo diversas modificaciones destinadas a armonizar sus disposiciones con enmiendas precedentemente acordadas, así como a perfeccionar y a simplificar la redacción del precepto.








N°19)





	Pasa a ser número 20.





	Sustituye el artículo 278 bis.





	El artículo 278 bis vigente establece, en su inciso primero, que la Corte Suprema, no obstante lo dispuesto en el inciso octavo del artículo 275 y en el inciso quinto del artículo 278, con el voto de la mayoría de sus miembros en ejercicio, podrá pedir la renuncia de sus cargos a funcionarios y empleados del Poder Judicial, esto es, de la Judicatura Ordinaria, de Menores, del Trabajo, de la Oficina de Presupuestos y de la Junta de Servicios Judiciales, que por dos años consecutivos, comprendido el correspondiente a la calificación de que se trate, hayan sido incluidos en lista tres.





	Su inciso segundo, dispone que la mencionada renuncia será considerada como no voluntaria y dará derecho al afectado para acogerse a jubilación siempre que acredite, a lo menos, veinte años de servicios computables.





	Su inciso tercero, establece que si los afectados no presentaren la renuncia en el plazo de veinte días, contados desde la fecha que señala, regirá lo dispuesto en los artículos que indica.





	El proyecto reemplaza este artículo por otro que dispone, en su inciso primero, que la inclusión de un juez, funcionario o empleado en la lista Deficiente, o por segundo año consecutivo en la lista Regular, implicará necesariamente su separación del servicio. Agrega que este hecho deberá comunicarse por el órgano calificador, una vez que ésta se encuentre ejecutoriada, al Ministerio de Justicia para que dentro del plazo de treinta días curse el decreto respectivo. Precisa que desde el momento en que quede a firme la calificación antedicha, el afectado quedará suspendido de sus funciones con goce de medio sueldo.





	Su inciso segundo, especifica que la persona así calificada podrá iniciar su expediente de jubilación dentro del plazo de treinta días desde que quede ejecutoriada su evaluación, siempre que se acredite, a lo menos, veinte años de servicios computables. Señala que dicha persona no podrá reincorporarse al Poder Judicial, en ninguno de sus cargos, antes de haber transcurrido diez años desde la expiración de funciones.





	La Comisión, por unanimidad, aprobó la sustitución de este artículo, acogiendo el inciso primero del nuevo texto propuesto, con modificaciones de redacción y concordancia, y rechazando el inciso segundo.





	La decisión de la Comisión respecto del inciso segundo se fundó en que estima que no es posible otorgar el derecho previsional a que se refiere la norma a una persona que debe retirarse del Servicio por mala calificación, toda vez que ello constituiría una injustificada excepción al sistema que rige para la generalidad de los funcionarios públicos. Consideró, además, que tampoco es admisible que una persona que ha debido dejar el Poder Judicial por la razón indicada pudiere posteriormente reincorporarse al mismo, una vez transcurrido un determinado lapso.








N°20)





	Pasa a ser número 21.





	Sustituye el artículo 279.





	El artículo 279 vigente dispone, en su inciso primero, que si el nombramiento se hace en propiedad, será necesario abrir concurso, por un plazo no inferior a diez días, con excepción de la provisión de los cargos de ministros o fiscal de la Corte Suprema, en los cuales se procederá sin previo concurso.





	Su inciso segundo, establece que la apertura de un concurso será comunicada telegráficamente a todas las Cortes de Apelaciones del país, las que estarán obligadas a ponerlo en conocimiento de los tribunales de su jurisdicción, agregando que la omisión de ésta última comunicación no invalidará el concurso, sin perjuicio de la responsabilidad del secretario.





	Su inciso tercero, estatuye que si la ley expresamente no dispone lo contrario, el funcionario, que, en razón de antigüedad, deba figurar en las presentaciones, no necesitará presentarse a concurso, añadiendo que si manifestare dentro del plazo del concurso su deseo de no figurar en la presentación, la Corte prescindirá de él y colocará en su lugar al que le siga en antigüedad.





	Su inciso cuarto, precisa que los interesados deberán hacer valer los antecedentes justificativos de sus méritos y poseer los requisitos que la ley exige para optar al cargo.





	Su inciso quinto, especifica que la elección de las personas que deban figurar en las propuestas o ternas, para la suplencia o interinato de alguno de los cargos de las categorías primera a séptima inclusive del Escalafón Primario, se limitará a los funcionarios que indica.





	Su inciso sexto, preceptúa que, cuando se trate de propuestas o ternas para el nombramiento, en calidad de interinos o suplentes, de relatores o secretarios de las Cortes de Apelaciones, podrán figurar en las presentaciones, a falta de funcionarios que reúnan los requisitos generales o de idoneidad para tales funciones, los funcionarios que enumera.





	El proyecto reemplaza el precepto por otro que dispone, en su inciso primero, que si el nombramiento se hace en propiedad, en el más breve plazo, el tribunal respectivo abrirá concurso, por el término de quince días, el que podrá prorrogar por términos similares si no se presentaren oponentes en número suficiente para formar las listas que deben ser enviadas al Presidente de la República para los efectos previstos en el artículo 263.





	Su inciso segundo, preceptúa que el secretario del tribunal en que se abra el concurso comunicará la apertura por télex, fax o telégrafo a todas las Cortes de Apelaciones del país, las que estarán obligadas a ponerlo en conocimiento de los tribunales de su jurisdicción por medios igualmente idóneos, agregando que la omisión de esta última comunicación no invalidará el citado concurso, sin perjuicio de la responsabilidad del secretario. Agrega que éste último deberá, igualmente, insertar un aviso de la apertura del concurso en el Diario Oficial de los días primero o quince del mes que corresponda, o al día siguiente, si en esa oportunidad no fuese publicado dicho periódico. Especifica que a partir de esa fecha se contará el plazo de quince días señalado en el inciso anterior.





	Su inciso tercero, establece que los interesados deberán acompañar su currículum vitae y demás antecedentes justificativos de sus méritos y poseer los requisitos que la ley exige para optar al cargo pretendido.





	Su inciso cuarto, precisa que la elección de las personas que deban figurar en las propuestas o ternas para la suplencia o interinato de alguno de los cargos del Escalafón Primario, se limitará a los jueces y funcionarios que presten sus servicios dentro del territorio jurisdiccional de la Corte respectiva, y sólo a falta de ellos podrá elegirse libremente entre los demás jueces y funcionarios que reúnan las condiciones necesarias.





	Su inciso quinto, especifica que, sin embargo, para el caso de propuestas o ternas para el nombramiento de relatores o secretarios de Corte de Apelaciones, en calidad de interinos o suplentes, podrán figurar en las presentaciones, a falta de jueces y funcionarios que reúnan los requisitos generales de idoneidad para tales funciones, otros de la quinta o sexta categorías, cualquiera que sea la jurisdicción a que pertenezcan y el tiempo que hayan permanecido en la respectiva categoría.





	La Comisión aprobó el nuevo texto propuesto para este artículo con las siguientes enmiendas:





	a) Agregó, al final del inciso primero, la norma actualmente vigente de que para la provisión de los cargos de ministros o fiscal de la Corte Suprema se procederá sin previo concurso;





	b) Disminuyó de quince a diez días el lapso por el que se llamará a concurso;





	c) Eliminó la mención de los días precisos en que debe publicarse el aviso de apertura del concurso en el Diario Oficial;





	d) Reemplazó la mención a los "jueces y funcionarios" por otra a los "funcionarios", por estimar que este último vocablo es genérico y, consecuencialmente, incluye a los jueces. Similar modificación se efectuó, asimismo, en diversas otras disposiciones de la iniciativa, tales como los nuevos textos que se proponen para los artículos 274, 275, 277, 280, inciso primero, 284 y 285 del Código Orgánico de Tribunales y el artículo 1° transitorio del proyecto, y





	e) Efectuó diversas modificaciones encaminadas a perfeccionar la redacción de la norma y a aclarar su sentido.





	Los acuerdos fueron adoptados por unanimidad, salvo en lo relativo a la modificación explicada en la letra a), que fue aprobada con el voto favorable de los HH. Senadores señores Díez, Fernández y Letelier y la oposición de los HH. Senadores señora Soto y señor Pacheco.





	La mayoría fundó su posición, respecto del punto en discrepancia, en que le parecía que no había razón suficiente para cambiar el sistema actualmente vigente, que no ha dado lugar a mayores problemas, y permite agilizar los nombramientos.





	La minoría, por su parte, expresó opinión en el sentido de que estimaba que los nombramientos en propiedad de ministros y fiscal de la Corte Suprema, deberían también hacerse previo concurso, como es la regla general.








N° 21)





	Pasa a ser número 22.





	Reemplaza el artículo 280.





	El artículo 280 vigente dispone, en su inciso primero, que no podrá ser promovido a una categoría superior el funcionario que tenga menos de dos años de servicio en su grado, salvo que en la categoría inmediatamente inferior hubiere servido más de cinco años, en cuyo caso necesitará sólo un año. Agrega que, no obstante, podrá ser ascendido si no se interesare por el cargo ningún funcionario con más de dos años en el grado.





	Su inciso segundo, preceptúa que el tiempo servido en las regiones y provincias que indica, hasta el máximo de cinco años, por una sola vez, se computará doblado para los efectos de la antigüedad de los funcionarios en su categoría y del requisito para el ascenso, sin perjuicio de que el mencionado beneficio no servirá para obtener una remuneración mayor.





	El proyecto sustituye el artículo por otro que establece que no podrá ser promovido a una categoría superior el juez o funcionario que tenga menos de tres años de servicios en su categoría, salvo que en la inmediatamente inferior hubiere servido más de cinco años, en cuyo caso necesitará solamente uno. No obstante, agrega, podrá ser ascendido si no se interesare por el cargo ningún juez o funcionario que desempeñe un cargo de la misma categoría de que se trata de proveer o que tenga tres años o más de servicios en la categoría inmediatamente inferior.





	La Comisión, por unanimidad, sustituyó este número por otro que solamente reemplaza el inciso primero del artículo 280, en los términos propuestos, con el objeto de mantener vigente el actual inciso segundo que otorga a los funcionarios el beneficio de que el tiempo servido en la Décimo Primera y Décimo Segunda Regiones se les computará doblado para determinados efectos, con las limitaciones que se señalan.








N° 22)





	Pasa a ser número 23.





	Sustituye el artículo 281.





	El artículo 281 vigente establece, en su inciso primero, que en las presentaciones no podrán figurar funcionarios incluidos en la lista número tres, salvo que al concurso respectivo no se hubiere presentado número suficiente de funcionarios que figuren en las listas números uno y dos. Añade que un oponente, de los que figuran en la lista número uno, deberá ser incluido en la terna. Precisa que tampoco podrán figurar en las presentaciones los funcionarios a quienes, con posterioridad a la calificación anual, se hubiere aplicado las medidas disciplinarias que indica, agregando que si, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 83 de la Constitución Política de 1925, alguno hubiere de figurar en la propuesta por antigüedad, en ella se dejará constancia de hallarse incluido en la lista número tres o de habérsele aplicado alguna de las medidas disciplinarias antes mencionada.





	Su inciso segundo, estatuye que los funcionarios figurarán en la propuesta por orden estricto de antigüedad, debiendo indicarse la lista en que se encuentren incluidos.





	El proyecto reemplaza el artículo por otro, que dispone, en su inciso primero, que en las ternas que se formen no podrán figurar jueces o funcionarios incluidos en las listas de calificación anual Regular o Deficiente.





	Su inciso segundo, estatuye que tampoco podrán figurar en las mencionadas ternas aquellos jueces o funcionarios a quienes, con posterioridad a su calificación anual, se hubiere aplicado medida disciplinarias de pago de costas, multas o suspensión de funciones, siempre que ellas se encuentren ejecutoriadas.





	Su inciso tercero, preceptúa, en caso que algún ministro de Corte de Apelaciones o juez letrado deba figurar por antigüedad en las propuestas a que se refiere el artículo 75 de la Constitución Política de 1980 y hubiere sido objeto de cualquiera medida disciplinaria, impuesta con anterioridad a su calificación anual, que se dejará constancia de ello en la propuesta referida, siempre que dicha medida se encuentre ejecutoriada.





	Su inciso cuarto, especifica que los jueces y funcionarios incluidos en la lista de calificación anual Sobresaliente tendrán derecho preferente para figurar en las ternas frente a aquellos que se encuentren incorporados en las listas Muy Buena y Satisfactoria; y los incluidos en la lista Muy Buena preferirán a los incorporados en la lista Satisfactoria, para estos mismos efectos.





	Su inciso quinto, precisa que los jueces y funcionarios figurarán en la terna por el orden de su categoría, dentro de ella, por el de la lista calificativa en que se encuentren incluidos y dentro de ésta, por su antigüedad.





	Su inciso sexto, indica que en las propuestas deberá dejarse constancia del número de votos obtenidos por los oponentes en cada una de las votaciones que han debido efectuarse para su confección.





	La Comisión aprobó el nuevo texto propuesto para este artículo, con diversas enmiendas, que inciden en los siguientes aspectos básicos:





	a) Estableció, en forma general, que no pueden figurar en ternas los funcionarios a los que se haya aplicado cualquier medida disciplinaria con posterioridad a su calificación -en vez de circunscribir tal norma a determinadas medidas, como lo hacía el proyecto-, salvo que no hubiere postulantes que no hayan sido afectados por tales medidas en número suficiente para completar las ternas, disponiendo que en este último caso los que hubieren sido objeto de las de menor entidad y número preferirán a los que tuvieren medidas más graves y numerosas, y





	b) Adaptó el precepto a los acuerdos anteriormente adoptados en relación con la calificación de los jueces, ya explicados al referirnos a los artículos 273 y 273 bis.





	Este precepto fue aprobado con el voto favorable de los HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Otero, y la oposición del H. Senador señor Vodanovic.





	La mayoría fundó su posición en que le parecía conveniente que, en principio, no pudieran integrar las ternas quienes hubieran sido objeto de alguna medida disciplinaria, cualquiera fuere su entidad, como una forma de dar preferencia a los mejores funcionarios.





	El H. Senador señor Vodanovic, por su parte, manifestó que era partidario de establecer tal prohibición solamente respecto de quienes hubieran sido afectados por medidas disciplinarias de cierta gravedad.








N° 23)





	Pasa a ser número 24.





	Sustituye el inciso segundo del artículo 282.





	El artículo 282 vigente establece, en su inciso primero, el procedimiento para la formación de las listas, ternas o propuestas.





	Su inciso segundo dispone que "el fiscal podrá integrar el tribunal para los efectos de este artículo".





	El proyecto reemplaza el inciso segundo por otro que preceptúa que "el fiscal de la Corte Suprema integrará el tribunal pleno de esa Corte para los efectos de lo dispuesto en el inciso anterior cuando se trate de formar ternas para la provisión de cargos de fiscales de Corte de Apelaciones".





	La Comisión, por unanimidad, aprobó este número, sin enmiendas.








N° 24)





	Pasa a ser número 25.





	Reemplaza el artículo 283.





	El artículo 283 vigente dispone que para proveer el cargo de ministro o fiscal de la Corte Suprema, este tribunal enviará al Presidente de la República una lista de cinco personas, en la que deberán figurar los dos miembros más antiguos de las Cortes de Apelaciones. Los otros tres lugares, precisa el artículo, se llenarán en atención a los méritos de los candidatos pudiendo figurar personas extrañas a la Administración de Justicia.





	El proyecto sustituye este artículo por otro que establece que para proveer el cargo de ministro o fiscal de la Corte Suprema, este tribunal enviará al Presidente de la República una lista de cinco personas, en la que deberá figurar el ministro más antiguo de la Corte de Apelaciones que figure en la lista de méritos, llenándose los otros cuatro lugares con ministros de Corte de Apelaciones elegidos en atención a sus merecimientos, pudiendo figurar personas extrañas a la Administración de Justicia.





	La Comisión, aprobó el nuevo texto propuesto para este artículo, con dos enmiendas, que son las siguientes:





	a) La primera, consiste en disponer expresamente que cuando el ministro más antiguo de Corte de Apelaciones que deba figurar en la quina renuncie expresamente a este derecho, se incluirá en ella a quien le siga en antigüedad y reúna los requisitos pertinentes.





	La modificación precedente tiene por finalidad evitar que si el ministro más antiguo -a quien corresponde ocupar un lugar en la quina- no se interesa por el cargo que se trata de proveer, perjudique al que lo siga en antigüedad, y





	b) La segunda enmienda, tiene por objeto adecuar la terminología de la parte final de esta disposición a la empleada en la última parte del inciso segundo del artículo 75 de la Constitución Política.





	El precepto fue aprobado por unanimidad, excepto respecto de la modificación explicada en la letra a), que fue acogida con el voto favorable de los HH. Senadores señores Díez, Fernández y Letelier y la oposición de los HH. Senadores señora Soto y señor Pacheco.





	En lo que dice relación con la enmienda a que se refiere la aludida letra a), la minoría expresó que su posición era una consecuencia del criterio que había sustentado al discutirse el artículo 279, en el sentido de que la provisión de los cargos de ministro y fiscal de la Corte Suprema debería hacerse previo concurso, toda vez que el oponerse al mismo habría significado una manifestación explícita de interés en el cargo.








N° 25)





	Pasa a ser número 26.





	Sustituye el artículo 284.





	El artículo 284 vigente establece, en su encabezamiento, que las ternas para proveer los cargos que se indican se formarán del modo que disponen los párrafos siguientes.





	Los diversos párrafos de este artículo preceptúan la forma de proveer los cargos de ministros y fiscales de Cortes de Apelaciones y de jueces letrados de las categorías tercera, cuarta y quinta.





	El proyecto reemplaza el artículo por otro que dispone, en su inciso primero, que para proveer los demás cargos del Escalafón Primario, con las excepciones que se señalan, se formarán ternas del modo siguiente:





	a) Para ministros de Corte de Apelaciones, con el juez de letras en lo civil o criminal más antiguo de asiento de Corte que figure en las listas Sobresaliente o Muy Buena y que exprese su interés por el cargo y con dos ministros de Corte de Apelaciones o integrantes de la tercera categoría elegidos por méritos. Agrega que a falta de postulantes podrán figurar en uno de los dos lugares de libre elección los jueces de asiento de Corte de Apelaciones con más de cinco años de servicio en su categoría;





	b) Para integrantes de las categorías tercera, cuarta y quinta, con excepción de los relatores de la Corte Suprema y de las Cortes de Apelaciones, con el juez de letras en lo civil o criminal más antiguo de la categoría inferior que figure en las listas de calificación Sobresaliente o Muy Buena y que exprese su interés en el cargo y con dos integrantes de la misma categoría del cargo que se trata de proveer o de la inmediatamente inferior, elegidos por méritos;





	c) Para integrantes de la sexta categoría, con el funcionario más antiguo de la categoría inferior que figure en las listas Sobresaliente o Muy Buena y que exprese su interés en el cargo y con dos integrantes de la misma categoría del cargo que se trata de proveer o de la inmediatamente inferior, elegidos por méritos;





	d) Para integrantes de la séptima categoría, con excepción del prosecretario de la Corte Suprema y del secretario abogado del fiscal de ese mismo tribunal, con el funcionario más antiguo de la octava categoría que figure en las listas Sobresaliente o Muy Buena y que exprese su interés en el cargo que se trata de proveer o de la inmediatamente inferior, elegidos por méritos, o con abogados ajenos a la Administración de Justicia, y





	e) Para integrantes de la octava categoría, con funcionarios de la misma categoría o con abogados ajenos a la Administración de Justicia.





	Su inciso segundo, preceptúa que a falta de postulantes a las categorías indicadas en las letras b) y c) de este artículo, podrán ocupar uno o dos lugares de libre elección, los jueces o funcionarios que se encuentren incorporados en la categoría inferior subsiguiente a la del cargo que se trata de proveer.





	Su inciso tercero, señala que para la formación de estas ternas, con excepción de las confeccionadas para proveer el cargo de secretario de la Corte Suprema, y que correspondan a cargos que deban desempeñarse en alguna de las Cortes de Apelaciones o juzgados de letras de la Región Metropolitana, tendrán preferencia, en uno de los dos lugares de libre elección, los postulantes que, reuniendo los requisitos mencionados, se hayan desempeñado por más de cinco años en cualquiera de las regiones o provincias que indica.





	Su inciso cuarto, precisa que los jueces y funcionarios que gozan del derecho para figurar en terna por antigüedad, de acuerdo con lo dispuesto en este artículo, deberán expresar su interés en el cargo dentro de diez días contados desde la publicación de la apertura del concurso en el Diario Oficial, y si así no lo hicieren, se prescindirá de ellos, colocándose en su lugar al que los siga en antigüedad, siempre que se encuentre incluido en las listas de calificación Sobresaliente o Muy Buena y exprese del mismo modo su interés por el cargo.





	La Comisión, por unanimidad, aprobó el nuevo texto que se propone para este artículo, con las siguientes modificaciones principales:





	1) Especificó que para formar parte de las ternas, con excepción del que la integre por antigüedad, es requisito que el interesado se haya opuesto al concurso;





	2) En la letra a), incluyó a los fiscales de Cortes de Apelaciones y al secretario de la Corte Suprema y señaló que en los dos lugares que, en las ternas, corresponde asignar por méritos se podrán considerar, además de los funcionarios indicados en el proyecto original, a los de la segunda categoría;





	3) En la letra b), excluyó la mención al relator de la Corte Suprema, toda vez que este funcionario quedó en la segunda categoría del Escalafón Primario, y esta letra regula lo relativo a las categorías tercera y cuarta;





	4) En las letras c) y d), que regulan la formación de las ternas para la quinta y sexta categorías, permitió postular a abogados ajenos que hubieren aprobado el plan de formación de la Escuela Judicial;





	5) En la letra e), exigió que para ingresar a la séptima categoría los abogados que postulen hubieren aprobado el plan de formación de la Escuela Judicial, salvo que no existieren interesados que cumplan este requisito, en armonía con lo preceptuado en el proyecto de ley que crea la Escuela Judicial;





	6) Dispuso que cuando el funcionario que tenga derecho de figurar en la terna por antigüedad no exprese interés en el plazo que se indica se colocará en la misma al que lo siga en antigüedad, sin exigir que exprese su interés en el cargo, y





	7) Adecuó las normas de este artículo a los acuerdos adoptados precedentemente respecto de otras disposiciones, especialmente en lo relativo a las categorías del Escalafón Primario y al sistema de calificaciones.

















- - -





	A continuación, la Comisión incorporó un número 27), nuevo, al artículo 1° del proyecto, mediante el cual agrega un artículo 284 bis, también nuevo, al Código Orgánico de Tribunales, que establece los factores que servirán para ponderar el mérito a que alude el artículo anterior, regulando la materia en forma más precisa respecto de los cargos de menor jerarquía y otorgando mayor discrecionalidad en la medida en que aumenta la jerarquía de los mismos.





	Este artículo fue aprobado por tres votos a favor, de los HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Vodanovic, y la abstención del H. Senador señor Otero, quien hizo presente que discrepaba de algunos de los criterios generales ya adoptados en sesiones anteriores por la Comisión, agregando que, como no era su ánimo entorpecer el trabajo de la misma, se abstenía.





- - -








N° 26)





	Pasa a ser número 28.





	Reemplaza el artículo 285.





	El artículo 285 vigente dispone, en su inciso primero, que para proveer el cargo de relator la respectiva Corte propondrá al funcionario que, perteneciendo a la misma categoría o a la inmediatamente inferior del cargo que se trata de proveer, considere más idóneo para desempeñarlo, sin que sea necesario abrir concurso ni recibir exámenes, salvo que el tribunal así lo acuerde.





	Su inciso segundo preceptúa que, no obstante, podrán ser propuestos como relatores de Cortes de Apelaciones los funcionarios que indica, precisando la categoría en que figurarán según los requisitos que enumera.





	Su inciso tercero, estatuye la remuneración de los funcionarios y abogados citados en el inciso anterior.





	Su inciso cuarto, establece que en el caso del inciso segundo, el tribunal, si así lo acordare, podrá abrir concurso y recibir examen.





	El proyecto sustituye el artículo por otro que señala, en su inciso primero, que para proveer el cargo de relator, la respectiva Corte propondrá al juez o funcionario que, perteneciendo a la misma categoría del cargo que se trata llenar o a la inmediatamente inferior, considere más idóneo para desempeñarlo.





	Su inciso segundo, establece que, no obstante, la Corte Suprema podrá proponer como relatores de dicho tribunal a los que se hayan desempeñado en tal carácter, durante cinco años, en alguna Corte de Apelaciones. Del mismo modo, agrega, las Cortes de Apelaciones podrán proponer como relatores de sus respectivos tribunales, a los funcionarios de las categorías séptima y octava del Escalafón Primario o a abogados que no figuren en dicho Escalafón.





	Su inciso tercero, establece que para efectuar la proposición, las Cortes abrirán concurso y recibirán exámenes, salvo que por los dos tercios de los asistentes al pleno respectivo, se acuerde prescindir del mencionado trámite. Añade que el concurso y la recepción de exámenes, consistentes en relaciones, será obligatorio en los casos del inciso anterior.





	Su inciso cuarto, especifica que las personas que se propusieren para relatores de la Corte Suprema y de las Cortes de Apelaciones, que pertenezcan a alguna de las categorías que respectivamente se indican en el inciso primero, se incorporarán en tal carácter a las categorías tercera o quinta, según corresponda, una vez que sean nombradas por el Presidente de la República.





	Su inciso quinto, estatuye que las personas que se propusieren para relatores de la Corte Suprema que no pertenezcan a alguna de las categorías del Escalafón Primario indicadas en el inciso primero, figurarán durante los tres primeros años de su desempeño en ese tribunal en la quinta categoría de ese Escalafón; en los dos años siguientes, en la cuarta, e integrarán la tercera categoría una vez que completen cinco años de servicios en ese carácter, todo ello sin necesidad de concurso ni nombramiento especial.





	Su inciso sexto, precisa que las personas que se propusieren para relatores de la Corte de Apelaciones que no figuren en alguna de las categorías señaladas en el inciso primero, figurarán durante los tres primeros años de su desempeño en la séptima categoría del Escalafón Primario, en los dos años siguientes en la sexta, e ingresarán a la quinta categoría una vez que completen cinco años, todo ello sin necesidad de concurso ni nombramiento especial.





	Su inciso séptimo, establece que las personas a que se refieren los dos incisos anteriores obtendrán las remuneraciones asignadas a los relatores de la Corte Suprema o de las Cortes de Apelaciones, según corresponda, mientras se desempeñen en tal carácter. Agrega que estas personas gozarán del derecho para postular a los cargos del Escalafón Primario en conformidad a las reglas generales, considerándose la categoría a la que efectivamente pertenezca al momento de postular.





	La Comisión, por unanimidad, acogió este artículo con una modificación principal consistente en exigir, en el inciso segundo, a los abogados que pueden ser propuestos como relatores de las Cortes de Apelaciones que hubieren aprobado el plan de formación de la Escuela Judicial y diversas enmiendas destinadas a perfeccionar su redacción o a adecuar sus normas a las modificaciones ya aprobadas en otras disposiciones.








N° 27)





	Pasa a ser número 29.





	Agrega un nuevo artículo 285 bis, que dispone, en su inciso primero, que el nombramiento del prosecretario de la Corte Suprema se hará a propuesta de ese tribunal y sólo podrá recaer en persona con título de abogado.





	Su inciso segundo, establece que este funcionario subrogará al secretario en caso de impedimento o licencias, aplicándose la norma del inciso segundo del artículo 500.





	Su inciso tercero, preceptúa que, además de las otras funciones que le corresponden, desempeñará el cargo de relator cuando el tribunal lo estime conveniente.





	Su inciso cuarto, especifica que después de haber servido tres años en el cargo, ingresará a la sexta categoría del Escalafón Primario, sin necesidad de concurso ni nombramiento especial, percibiendo desde ese momento las remuneraciones que correspondan a esta última categoría.





	Su inciso quinto, señala que todas las menciones que en las leyes se hagan al oficial primero de la Corte Suprema se entenderán referidas al prosecretario.





	Su inciso sexto, indica que el secretario abogado del fiscal de la Corte Suprema será designado a propuesta de dicho fiscal.





	La Comisión, por unanimidad, aprobó este artículo con la sola enmienda de suprimir su inciso cuarto, por estimar que carecía de suficiente justificación el beneficio que otorgaba al prosecretario de la Corte Suprema.








N° 28)





	Pasa a ser número 30.





	Sustituye el artículo 286.





	El artículo 286 vigente dispone, en su inciso primero, que las ternas para proveer los cargos que indican, se formarán de la siguiente forma:





	Para defensores públicos de Santiago y Valparaíso, con el defensor público más antiguo de la sexta categoría y con dos funcionarios de la quinta categoría, elegidos por méritos; para defensores públicos de la sexta categoría, con tres funcionarios de la misma y de la inmediatamente inferior y, a falta de ellos, con abogados; para defensores públicos de la séptima categoría, con tres funcionarios de la misma y, a falta de ellos, con abogados; para secretarios de las categorías segunda y tercera, con el secretario más antiguo de la categoría inferior, y con dos funcionarios de la misma categoría del cargo que se trata de proveer o de la inmediatamente inferior, elegidos por méritos; y, para secretarios de las categorías quinta, sexta y séptima, con los funcionarios de ellas mismas o con abogados.





	Su inciso segundo, establece que el nombramiento del prosecretario de la Corte Suprema se hará a propuesta de este tribunal y sólo podrá recaer en persona con título de abogado.





	Su inciso tercero, estatuye que este funcionario subrogará al secretario en casos de impedimento o licencias y dispone que la norma del inciso segundo del artículo 500 se aplicará a estas subrogaciones.





	Su inciso cuarto, señala que sin perjuicio de las otras funciones que le corresponden, el prosecretario de la Corte Suprema desempeñará el cargo de relator cuando el tribunal lo estime necesario.





	Su inciso quinto, indica que después de haber servido tres años en el cargo, se le considerará, para los efectos de su ascenso, como figurando en la cuarta categoría.





	Su inciso sexto, precisa que todas las menciones que en las leyes se hagan al oficial primero de la secretaría o al oficial primero de la Corte Suprema, se entenderán referidas al prosecretario.





	Su inciso final, especifica que el secretario abogado del fiscal de la Corte Suprema será designado a propuesta unipersonal de este último.





	El proyecto reemplaza el precepto por otro que dispone, en su inciso primero, que las ternas para proveer los cargos de defensores públicos se formarán del modo siguiente:





	a) Para defensores públicos de las categorías primera, segunda y tercera del Escalafón Secundario, con el defensor público más antiguo de la categoría inmediatamente inferior que figure en lista de calificación Sobresaliente o Muy Buena y que exprese su interés en el cargo, y con dos defensores públicos de la misma categoría del cargo que se trata de proveer o de la inmediatamente inferior, elegidos por méritos, y





	b) Para defensores públicos de la cuarta categoría del Escalafón mencionado, con defensores públicos de la misma categoría o con abogados.





	Su inciso segundo, señala que con respecto al derecho propio a que se refiere la letra a), tendrá aplicación lo dispuesto en el inciso final del artículo 284.





	La Comisión, por unanimidad, aprobó este artículo con algunas enmiendas menores y de adecuación con las categorías para el Escalafón Secundario establecidas en el artículo 269, ya explicadas al referirnos al N° 11).








N° 29)





	Pasa a ser número 31.





	Reemplaza el artículo 287.





	El artículo 287 vigente dispone, en su inciso primero, que las ternas para proveer los cargos de notario, conservador y archivero de las dos primeras categorías se formarán de la siguiente forma:





	a) En uno de los lugares figurará un notario, conservador o archivero de la misma categoría o de la inmediatamente inferior;





	b) En el otro lugar, figurará un funcionario de las tres primeras categorías del escalafón primario, y





	c) En el tercer lugar, otro notario o un abogado.





	Su inciso segundo, establece que cuando se trate de proveer cargos de notario, conservador o archivero de la tercera categoría, un lugar de la terna será asignado a un funcionario de la misma categoría, o de la inmediatamente inferior, en ambos casos de la primera serie, otro a un funcionario de las seis primeras categorías del Escalafón Primario con más de cinco años de antigüedad y el tercero a otro notario o a un abogado.





	Su inciso tercero, preceptúa que en los concursos a que se refieren los incisos anteriores, a falta de opositores que reúnan los requisitos señalados, la terna se formará con abogados.





	Su inciso cuarto, aclara que no podrán ser incluidos en ternas o propuestas para cargos de notarios o conservadores de bienes raíces de ninguna categoría, los miembros y fiscales de las Cortes de Apelaciones a cuya jurisdicción pertenezcan los cargos que se trata de proveer.





	Su inciso quinto, estatuye que la terna para el nombramiento de asistente social judicial de las tres primeras categorías, se formará del mismo modo que el señalado en el inciso primero, agregando que a falta de opositores al concurso para proveer el cargo de asistente social judicial de las dos primeras categorías que reúnan tales requisitos, la terna se formará con funcionarios de la misma serie de la categoría subsiguiente, o, en su defecto, con asistentes sociales ajenos al Servicio. Añade que en el caso que al concurso para proveer el cargo de asistente social judicial de tercera categoría no se presentaren funcionarios con las calidades indicadas en su inciso primero, la terna se formará con asistentes sociales ajenos al Servicio.





	Su inciso sexto, indica que la terna para el nombramiento de asistente social judicial de cuarta categoría, se formará con un funcionario de la misma categoría que se oponga al concurso y con asistentes sociales ajenos al Servicio.





	Su inciso séptimo, precisa que para oponerse al cargo de asistente social judicial se requiere estar en posesión del título respectivo otorgado por alguna Universidad del Estado o reconocida por éste y estar inscrito en el Colegio de Asistentes Sociales.





	El proyecto sustituye el artículo por otro que, en su único inciso, dispone que las ternas para proveer los cargos de notario, conservador y archivero se formarán del modo siguiente:





	a) Para integrantes de las dos primeras categorías del Escalafón Secundario, con dos notarios, conservadores o archiveros de la misma categoría del cargo que se trata de proveer o de la inmediatamente inferior, elegidos por méritos y con un juez o funcionario de las tres primeras categorías del Escalafón Primario, con más de cinco años de servicios;





	b) Para integrantes de la tercera categoría, con dos notarios, conservadores o archiveros de la misma categoría o de la inmediatamente inferior, elegidos por méritos, y con un juez o funcionario de las cinco últimas categorías del Escalafón Primario, con cinco años de servicios, y





	c) Para integrantes de la cuarta categoría, con notarios, conservadores o archiveros de la misma categoría o con abogados ajenos a la Administración de Justicia.





	La Comisión, por unanimidad, aprobó este artículo, con diversas enmiendas entre las que cabe destacar las siguientes:





	a) Se refuerza la carrera, otorgando lugares en las ternas al funcionario más antiguo de la categoría inmediatamente inferior que figure en lista de calificación sobresaliente o muy buena;





	b) Se adecua la norma a la circunstancia de que, en virtud de un acuerdo anterior, se redujeron a tres las cuatro categorías que contemplaba el Escalafón Secundario, según se explicó al referirnos al artículo 269, y





	c) Se excluye la posibilidad de que figuren en las ternas para las dos primeras categorías miembros del Escalafón Primario, sin perjuicio de permitirles postular a cargos de la tercera categoría, pero sin otorgarles derecho preferente alguno.





	Esta última modificación se fundó, por una parte, en la natural diferencia que existe entre las funciones de los jueces y las de los notarios, conservadores y archiveros, que no justifica favorecer el paso de los primeros a estos últimos cargos y, por otra, en el propósito de fortalecer la carrera judicial, toda vez que, en conformidad a lo propuesto en el proyecto que crea la Escuela Judicial, los que ingresen a la aludida carrera deberán cursar previamente un Plan de Formación que será financiado con fondos fiscales.





	Los acuerdos fueron adoptados por unanimidad, excepto en cuanto a la posibilidad de incluir en las ternas para cargos de la tercera categoría a miembros del Escalafón Primario, norma que fue aprobada con el voto favorable de los HH. Senadores señores Díez, Fernández y Letelier y la oposición de los HH. Senadores señores Pacheco y Vodanovic, quienes fueron de opinión de que los integrantes del aludido Escalafón no pudieran postular a los cargos a que se refiere esta norma, sin abandonar previamente la carrera judicial.








N° 30)





	Pasa a ser número 32.





	Deroga el artículo 288.





	El referido artículo 288 establece que las ternas para proveer el cargo de notario o conservador de bienes raíces de la cuarta categoría, se formarán con el notario o conservador más antiguo de la misma categoría que se oponga al concurso, con un funcionario de las siete categorías del Escalafón Primario, y con un funcionario de las tres primeras series del Escalafón Secundario que sea abogado, o con un abogado, disponiendo que en las ternas no podrán figurar personas que no sean abogados.





	La Comisión, por unanimidad, aprobó este número.








N° 31)





	Pasa a ser número 33.





	Modifica el artículo 289.





	El referido artículo 289 dispone que "las ternas para proveer alguno de los cargos de la segunda o tercera serie del Escalafón Secundario se formarán preferentemente:





	a) Con los funcionarios con título de abogado de la misma serie;





	b) Con los abogados oponentes y con los funcionarios sin título de abogado de la misma serie del cargo que se trata de proveer, siempre que tengan más de dos años de permanencia en la categoría inmediatamente inferior, para los que pretendan ascender una categoría; y más de diez años para aquellos que opten a un cargo superior en dos o más categorías". Agrega que "podrán también figurar en estas ternas los empleados del Poder Judicial a que se refiere el artículo 292, que pertenezcan a una de las cuatro primeras categorías del respectivo escalafón y que hayan figurado en ellas más de diez años.".





	El proyecto sustituye los vocablos "segunda o tercera", por "tercera o cuarta".





	La Comisión, por unanimidad, aprobó este número, sin enmiendas.








N° 32)





	Pasa a ser número 34.





	Agrega un artículo 289 bis, nuevo.





	El mencionado artículo nuevo, dispone, en su inciso primero, que las ternas para proveer los cargos de asistentes sociales judiciales, se formarán del siguiente modo:





	a) Para integrantes de las tres primeras categorías del Escalafón Secundario, con el asistente social más antiguo de la categoría inmediatamente inferior, que figure en listas Sobresaliente o Muy Buena y que exprese su interés en el cargo y con dos asistentes sociales judiciales de la misma categoría del cargo que se trata de proveer o de la inmediatamente inferior, elegidos por méritos. Agrega que, a falta de oponentes, se incluirá en la terna a asistentes sociales ajenos al servicio, y





	b) Para integrantes de la cuarta categoría, con asistentes sociales judiciales de la misma categoría o con asistentes sociales ajenos al servicio.





	Su inciso segundo, establece que en lo referente al derecho propio mencionado en la letra a), se aplicará lo dispuesto en el inciso final del artículo 284.





	Su inciso tercero, preceptúa que para oponerse al cargo de asistente social judicial, se requiere estar en posesión del título respectivo otorgado por alguna Universidad reconocida por el Estado.





	La Comisión, por unanimidad, aprobó el nuevo texto que se propone para este artículo, con enmiendas menores y de adecuación.








N° 33)





	Pasa a ser número 35.





	Sustituye el artículo 291.





	El artículo 291 vigente dispone, en su inciso primero, que no podrán figurar en las propuestas de abogados que indica, sino aquellos que figuren en una lista de abogados postulantes para cargos judiciales que anualmente deberá formar la Corte Suprema, según el procedimiento que establece.





	Su inciso segundo, estatuye que la mencionada lista será remitida al Ministerio de Justicia dentro de los cinco primeros días de enero de cada año.





	Su inciso tercero, precisa que los funcionarios con título de abogado de las categorías 6a y 7a del Escalafón Primario, se considerarán, por ministerio de la ley, que figuran en la lista de abogados postulantes a que se refiere este artículo.





	Su inciso cuarto, prescribe que los abogados recibidos con posterioridad a la formación de la lista de cada año podrán ser nombrados en cargos de categoría 7a, no obstante no figurar en la misma.





	Su inciso quinto, señala que los abogados que figuren en la lista permanecerán en ella sin necesidad de proponerlos nuevamente, a menos que expresen su deseo de no ser incluidos o que, a juicio de la Corte Suprema, deban ser eliminados.





	Su inciso sexto, establece que un auto acordado de la Corte Suprema, el cual deberá publicarse en el Diario Oficial, indicará la forma como figurarán los abogados en la lista, los cargos para los cuales podrán ser nombrados, la obligación de desempeñarlos y la facultad de la Corte de aceptar o rechazar las excusas que formulen para su desempeño, bajo pena de ser eliminados de ella.





	El proyecto reemplaza el precepto por otro que dispone que las ternas deberán ser remitidas al Ministerio de Justicia con todos los antecedentes proporcionados por los oponentes seleccionados.





	La Comisión, por unanimidad, aprobó el nuevo texto que se propone para este artículo, con enmiendas formales de menor entidad.








N° 34)





	Pasa a ser número 36.





	Reemplaza el artículo 292.





	El artículo 292 vigente dispone que el escalafón del personal de empleados se compondrá de las siguientes categorías:





	"Primera categoría: Oficiales segundos y bibliotecario estadístico de la Corte Suprema, oficiales primeros de las Cortes de Apelaciones y Secretario del Presidente de la Corte Suprema.





	Segunda categoría: Oficiales terceros de la Corte Suprema, oficiales segundos de las Cortes de Apelaciones, bibliotecarios estadísticos de las Cortes de Apelaciones de Santiago y de San Miguel y oficiales primeros de los juzgados de letras de asiento de Corte.





	Tercera categoría: Oficiales cuartos de la Corte Suprema, oficiales terceros de las Cortes de Apelaciones, oficiales segundos de los juzgados de letras de asiento de Corte, oficiales cuartos de las Cortes de Apelaciones, oficiales de los fiscales de estos mismos tribunales, estadístico de la Corte de Apelaciones de Concepción, oficiales terceros de los juzgados de letras de asiento de Corte, oficiales primeros de los juzgados de letras de capital de provincia y oficial de archivo de la Biblioteca de la Corte Suprema.





	Cuarta categoría: Oficiales cuartos de los juzgados de letras de asiento de Corte, oficiales de los defensores públicos de Santiago y Valparaíso, oficiales segundos de los juzgados de letras de capital de provincia, oficiales primeros de los juzgados de letras de comunas o agrupaciones de comunas.





	Quinta categoría: Oficiales auxiliares de la Corte Suprema, ayudante de Biblioteca de la Corte Suprema, oficiales terceros y cuartos de los juzgados de letras de capital de provincia, oficiales segundos y terceros de los juzgados de letras de comunas o agrupaciones de comunas.





	Sexta categoría: Oficiales asistentes de la Corte Suprema y de las Cortes de Apelaciones, chofer de la Presidencia de la Corte Suprema, oficiales de sala de la Corte Suprema, de las Cortes de Apelaciones, de los juzgados de letras y demás personal auxiliar de aseo o de servicio que se desempeñe en los Tribunales de Justicia.".





	El proyecto sustituye el artículo por otro que le introduce las siguientes enmiendas principales:





	a) Incluye en la segunda categoría a los bibliotecarios de las Cortes de Apelaciones de Valparaíso y de Concepción, que actualmente está en la tercera categoría, con el objeto de dejarlos en las mismas condiciones que a los de las Cortes de Apelaciones de la Región Metropolitana;





	b) Baja de la tercera a la cuarta categoría, a los oficiales 4°s. de Corte de Apelaciones y a los oficiales 3°s. de juzgados de letras de asiento de Corte;





	c) Baja de la cuarta a la quinta categoría, a los oficiales 4°s. de juzgados de letras de asiento de Corte;





	d) Sube de la quinta a la cuarta categoría, a los oficiales auxiliares y al oficial ayudante de biblioteca de la Corte Suprema;





	e) Baja de la quinta a la sexta categoría, a los oficiales 4°s. de juzgados de letras de capital de provincia y a los oficiales 3°s. de juzgados de letras de comunas o de agrupación de comunas;





	f) Incluye en la sexta categoría al oficial intérprete de los juzgados de Temuco, que actualmente no aparece, y





	g) Contempla en forma genérica en la séptima categoría a los oficiales de sala de las Cortes y juzgados y demás personal auxiliar de aseo o de servicio que se desempeñe en los tribunales.





	La Comisión, por unanimidad, aprobó el nuevo texto que se propone para este artículo, con enmiendas de menor entidad.








N° 35)





	Pasa a ser número 37.





	Sustituye el artículo 293.





	El artículo 293 vigente dispone, en su inciso primero, que los empleados de secretaría con más de diez años de permanencia en el mismo grado, tendrán los mismos derechos que los del grado inmediatamente superior, para los efectos de los ascensos.





	Su inciso segundo, establece que los empleados que estén en posesión del título de abogado y de los demás requisitos establecidos por la ley para optar a los cargos de los Escalafones Primario y Secundario, serán preferidos a las personas extrañas a la carrera judicial, en los nombramientos para llenar las vacantes de dichos escalafones.





	El proyecto reemplaza el precepto por otro que, en un solo inciso, mantiene, en sustancia la norma del inciso primero, con enmiendas menores, suprimiendo, en consecuencia, la disposición del inciso segundo.





	La Comisión, por unanimidad, aprobó el nuevo texto propuesto para este artículo, sin enmiendas.





	Además, en lo referente con la supresión de la preferencia que el inciso segundo otorgaba a los empleados abogados para optar a cargos del los Escalafones Primario y Secundario, cabe hacer presente que la Comisión, en forma unánime, aprobó la idea de que se suprimiera la aludida preferencia para el Escalafón Secundario, pero fue de parecer que se les mantuviera algún derecho en lo que dice relación con la postulación a cargos del Escalafón Primario, sin perjuicio de que deban cursar el Plan de Formación de la Escuela Judicial. En atención a lo expuesto, en la letra a) del artículo 284 bis se contempla una norma sobre la materia.








N° 36)





	Pasa a ser número 38.





	Sustituye el artículo 294.





	El artículo 294 vigente enumera en su inciso primero, los empleados que no podrán figurar en las ternas para el nombramiento de empleados de secretaría y oficiales de sala, estableciendo quiénes tendrán derecho preferente a ocupar un lugar en la terna y el orden en que deberán figurar los integrantes de la misma.





	Su inciso segundo, señala el procedimiento a seguir para la formación de las ternas.





	Su inciso tercero, preceptúa que en los concursos para proveer cargos de las categorías tercera y cuarta, en que se opusieren alumnos regulares del cuarto o quinto año de las Escuelas de Derecho que indica, alguno de éstos ocupará un lugar en la terna respectiva, excluyendo a un funcionario del servicio de las categorías inferiores.





	Su inciso cuarto, estatuye que los egresados de Derecho de las Universidades mencionadas, con dos años de permanencia en el Escalafón, si se opusieren a los concursos para proveer cargos de la segunda categoría, tendrán las mismas prerrogativas indicadas en el inciso anterior, para figurar en ternas.





	Su inciso quinto, dispone que las ternas para el nombramiento de empleados de la quinta categoría, se formarán con un empleado de la categoría sexta que se presente a concurso y con personas extrañas a la carrera.





	Su inciso sexto, precisa que para figurar en las ternas que se formen para proveer en propiedad o interinamente los cargos a que se refieren los incisos anteriores, será necesario poseer los requisitos exigidos por el Párrafo 2° del Título I del Decreto con Fuerza de Ley N° 338, de 6 de abril de 1960, sobre Estatuto Administrativo, entendiéndose que los cargos de categorías son los de la primera a quinta categorías, inclusive, del escalafón del personal de empleados.





	Su inciso séptimo, señala que los nombramientos de suplentes se proveerán de la forma que indica, cuando sea por plazos que excedan de quince días y no superiores a treinta días no prorrogables.





	Su inciso octavo, establece que dentro de la sexta categoría los cargos se proveerán mediante ternas que se formarán previo concurso, en el cual deberá acreditarse el cumplimiento de los requisitos de ingreso ya mencionados, según sea la calidad en que se provea el empleo, a excepción del relativo a estudios.





	Su inciso noveno, dispone que el tribunal respectivo deberá formar las ternas preferentemente con empleados de la misma categoría que se opongan, y que desempeñen sus cargos dentro de la jurisdicción de la misma Corte de Apelaciones.





	Su inciso décimo, preceptúa que el nombramiento de empleados de secretaría de la Corte Suprema, de la Oficina del Presupuesto y de la Biblioteca de esa Corte, se efectuará a propuesta unipersonal del tribunal, pudiendo éste proponer a las personas que estime más idóneas para los cargos respectivos. Enseguida, enumera los empleados que serán nombrados a propuesta unipersonal del Presidente de la Corte Suprema.





	Su inciso décimo primero, estatuye que los concursos a que se refiere este artículo se abrirán por un plazo no inferior a diez días, debiendo los jueces comunicar su apertura a la Corte de Apelaciones respectiva.





	Su inciso décimo segundo, precisa que el secretario del juzgado deberá fijar en lugar visible al público un cartel en que se anuncie el concurso, el cual deberá permanecer en dicho lugar hasta su vencimiento, circunstancia que certificará el secretario en el mismo cartel.





	Su inciso décimo tercero, dispone que sea que el nombramiento se haga en calidad de titular, interino o suplente, el funcionario designado no podrá desempeñar el cargo mientras no se le transcriba el decreto respectivo totalmente tramitado, salvo que en este último se disponga que asumirá de inmediato sus funciones.





	Su inciso décimo cuarto, señala que, no obstante, en los casos de suplencia que no excedan de un mes, el funcionario propuesto asumirá de inmediato sus funciones, sin perjuicio de la posterior tramitación del decreto que lo nombra.





	El proyecto reemplaza el artículo por otro que dispone, en su inciso primero, que el nombramiento en calidad de propietario en cargos del Escalafón del Personal de Empleados, se hará a propuesta en terna que formará, previo concurso, el tribunal en que se deban prestar los servicios.





	Su inciso segundo, establece que en las ternas no podrán figurar los empleados incluidos en la lista Regular, ni tampoco los sancionados disciplinariamente con posterioridad a la última calificación, con censura por escrito, multa o suspensión de sus cargos.





	Su inciso tercero, estatuye que los empleados que figuren en la terna se colocarán por orden de categoría; dentro de ella, por lista calificativa, y dentro de ésta, por antigüedad, agregando que los extraños al servicio, en su caso, figurarán después de aquéllos.





	Su inciso cuarto, señala que en las ternas para cargos de la segunda categoría se incluirá al empleado más antiguo de la tercera categoría calificado en listas Sobresaliente o Muy Buena que se oponga al concurso, añadiendo que los otros dos lugares serán ocupados por empleados de la segunda o tercera categoría, elegidos por méritos. Agrega que sólo en caso de que no se presentaren postulantes para formar la terna con esos empleados podrán figurar los de la categoría cuarta.





	Su inciso quinto, preceptúa que en las ternas para cargos de la tercera categoría se incluirá el empleado más antiguo de la cuarta categoría calificado en listas Sobresaliente o Muy Buena que se oponga al concurso, ocupando los otros dos lugares los empleados de le tercera o cuarta categoría, elegidos por méritos, añadiendo que sólo a falta de oponentes para formar la terna con esos empleados, podrán figurar los de la quinta categoría.





	Su inciso sexto, precisa que en las ternas para cargos de la cuarta categoría se incluirá al empleado más antiguo de la quinta categoría calificado en listas Sobresaliente o Muy Buena que se oponga al concurso, ocupándose los otros dos lugares con empleados de la cuarta o quinta categoría, elegidos por méritos.





	Su inciso séptimo, dispone que en la confección de las ternas para cargos de la quinta categoría se incluirá al empleado más antiguo de la sexta categoría calificado en listas Sobresaliente o Muy Buena que se oponga al concurso, ocupándose los otros dos lugares por empleados de la quinta o sexta categorías elegidos por mérito, señalando que sólo a falta de oponentes para formar la terna con esos empleados, podrán figurar otras personas aunque no sean del servicio.





	Su inciso octavo, especifica que las ternas a que se refieren los tres incisos anteriores, que incluyan empleados de las categorías subsiguientes a la del cargo que se provee o, en su caso, a personas extrañas al servicio, deberán formarse por resolución fundada que contendrá una relación completa de los opuestos al concurso y de sus calidades.





	Su inciso noveno, establece que en las ternas para cargos de la sexta categoría se incluirá al empleado calificado en lista Sobresaliente o Muy Buena más antiguo en esta categoría de los opuestos al concurso, ocupándose los otros dos lugares con empleados de la misma categoría u otras personas aunque no sean del servicio, elegidos por mérito.





	Su inciso décimo, dispone que, en las ternas para cargos de la quinta y sexta categorías, ocuparán un lugar los egresados y los alumnos regulares de cuarto y quinto año de las Escuelas de Derecho de alguna Universidad reconocida por el Estado que se opusieren al concurso.





	Su inciso décimo primero, estatuye que los concursos se regirán por las normas señaladas en el artículo 279.





	Su inciso décimo segundo, preceptúa que cuando se trate de nombramientos en calidad de interinos o suplentes, la designación podrá hacerse por el respectivo tribunal o Corte. Agrega que estas designaciones no podrán durar más de sesenta días, que no serán prorrogables y que no se podrá nombrar nuevamente interino o suplente para el mismo cargo. Añade que para el caso que no se haga uso de estas facultades o de que haya vencido el plazo del interinato o suplencia, se procederá a llenar las vacantes en la forma ordinaria ya indicada.





	Su inciso décimo tercero, especifica que sea que el nombramiento se haga en calidad de titular, interino o suplente, el funcionario designado no podrá desempeñar el cargo mientras no se le transcriba el decreto respectivo totalmente tramitado, salvo que en este último se disponga que asumirá de inmediato sus funciones.





	La Comisión aprobó el nuevo texto propuesto para este artículo, con las siguientes modificaciones principales:





	1) Dispuso que los nombramientos en los cargos del Escalafón del personal de empleados, se efectuarán por el Presidente de la Corte Suprema, cuando se trate de empleados que hayan de servir en ella, o por el Presidente de la Corte de Apelaciones respectiva, en los demás casos, a propuesta en terna que formará, previo concurso, el tribunal en que deban prestar servicios, en vez de hacerlo el Ejecutivo, como ocurre en la actualidad. Esta enmienda se fundó, por una parte, en el propósito de fortalecer la independencia del mencionado Poder del Estado y, por otra, en que no se justifica la participación de un órgano político en la designación de empleados subalternos;





	2) Estableció reglas precisas para la apreciación de los méritos de los postulantes, a fin de hacer más objetiva y transparente la evaluación de los mismos;





	3) Estatuyó que no podrán figurar en las ternas los empleados incluidos en lista regular ni aquellos a quienes se haya sancionado disciplinariamente con posterioridad a la última calificación, cualquiera sea la entidad de las sanciones, en vez de establecer tal prohibición sólo para los que hayan sido objeto de censura por escrito, multa o suspensión de sus cargos;





	4) Consultó normas especiales para la provisión de los cargos de Bibliotecarios;





	5) Contempló reglas para la formación de ternas para cargos de la primera y de la séptima categorías, que habían sido omitidas;





	6) Modificó las normas que regulan la formación de las ternas para cargos de la sexta categoría, estableciendo que en los lugares de las mismas que corresponde asignar por méritos, pueden figurar empleados de la sexta o de la séptima categoría;





	7) Amplió de sesenta a noventa días la duración máxima de los interinatos y suplencias, con el objeto de facilitar el mejor funcionamiento del servicio;





	8) Entregó directamente al Presidente de la Corte Suprema la facultad de designar al personal subalterno que cumplirá funciones a su servicio, y





	9) Armonizó el precepto con las modificaciones introducidas a otras disposiciones del proyecto.





	Los acuerdos fueron adoptados por unanimidad, con la única excepción de la modificación indicada en el número 3), que fue aprobada con el voto favorable de los HH. Senadores señores Letelier, Fernández y Otero y la oposición del H. Senador señor Vodanovic, quien estimó que sólo se justificaba la prohibición respecto de medidas disciplinarias de cierta importancia, tal como lo proponía el mensaje.








N° 37)





	Pasa a ser número 39.





	Incorpora un artículo 295, nuevo.





	El artículo 295 fue derogado por la Ley N° 14.548, de 8 de febrero de 1961.





	El proyecto agrega un artículo nuevo 295 que dispone que los postulante a cargos del Escalafón del personal de empleados, deberán cumplir con los siguientes requisitos para su ingreso al servicio:





	a) Ser ciudadano;





	b) Haber cumplido con la ley de reclutamiento y movilización;





	c) Tener salud compatible con el desempeño del cargo;





	d) Haber aprobado el nivel de educación media;





	e) No haber cesado en un cargo en el Poder Judicial o en la Administración del Estado como consecuencia de haber obtenido una calificación deficiente, o por medida disciplinaria, salvo que hayan transcurrido más de diez años desde la fecha de expiración de funciones, y





	f) No estar inhabilitado para el ejercicio de funciones o cargos públicos, ni hallarse condenado o procesado por crimen o simple delito.





	La Comisión, por unanimidad, aprobó este artículo, sin enmiendas.











N° 38)





	Pasa a ser número 40.





	Agrega un inciso segundo, nuevo, al artículo 334.





	El artículo 334 vigente establece, en su inciso único, que si dos miembros de un mismo tribunal contrajeren, después que hayan sido nombrados tales, alguno de los parentescos designados en el artículo 258 de este Código, aquél por cuyo matrimonio se haya contraído el parentesco, cesará inmediatamente en el ejercicio de sus funciones y deberá ser separado de su destino.





	El proyecto añade un nuevo inciso segundo, que dispone que igual procedimiento se seguirá cuando por matrimonio posterior se contraiga alguno de los parentescos contemplados en los artículo 259 y 260.





	La Comisión, por unanimidad, acordó sustituir íntegramente el artículo 334 por otro que dispone, en su inciso primero, que si dos miembros de un mismo tribunal, estando ya en funciones, contrajeren matrimonio o alguno de los parentescos designados en el artículo 258, aquél por cuyo matrimonio se haya contraído el parentesco, deberá ser trasladado de inmediato a un cargo de igual categoría.





	Su inciso segundo, establece que si se tratare de un matrimonio, el traslado afectará aquel de los cónyuges que ellos mismos determinen y sólo podrá hacerse a un tribunal que no se encuentre a más de 50 kilómetros de distancia.








N° 39)





	Pasa a ser número 41.





	Reemplaza los incisos segundo y tercero del artículo 347.





	El referido artículo 347 dispone, en su inciso primero, que el Presidente de la Corte Suprema y los presidentes de las Cortes de Apelaciones podrán autorizar hasta por tres días la inasistencia de los ministros de los tribunales respectivos, agregando que si ésta debiere prolongarse por más de ese plazo, sólo podrá ser autorizada por el Presidente de la República.





	Su inciso segundo, estatuye que los presidentes de las Cortes de Apelaciones podrán conceder permisos hasta por tres días en cada bimestre a los jueces de su jurisdicción. Agrega que todos los funcionarios y empleados judiciales tendrán derecho a permisos por un plazo máximo de veinte días en el año, sin derecho a viático, para concurrir a los cursos de perfeccionamiento judicial cuyos programas hayan sido aprobados por la Corte Suprema, la que además regulará el número de asistentes, sus requisitos y demás condiciones o formas para su otorgamiento.





	Su inciso tercero, preceptúa que los presidentes de las Cortes de Apelaciones darán cuenta al Presidente de la Corte Suprema, en el último día de cada mes, de las licencias que hubieren concedido en conformidad a este artículo.





	El proyecto sustituye el inciso segundo por otro que dispone que los presidentes de las Cortes de Apelaciones podrán conceder permisos hasta por tres días en cada bimestre a los jueces de su jurisdicción.





	Asimismo, reemplaza el inciso tercero por otro que establece que todos los ministros y jueces tendrán derechos a permisos por un plazo máximo de veinte días en el año, sin derecho a viático, para concurrir a actividades de perfeccionamiento judicial. Añade que estos permisos serán concedidos por el presidente de la Corte respectiva, dejándose constancia de ellos en la respectiva hoja de vida.





	La Comisión, por unanimidad, aprobó este número en los mismos términos propuestos.








N° 40)





	Pasa a ser número 42.





	Agrega un inciso final nuevo al artículo 497.





	El artículo 497 dispone, en su inciso primero, que son igualmente aplicables a los auxiliares de la Administración de Justicia las normas relativas a licencias y feriados de los jueces.





	Su inciso segundo, precisa que la disposición del artículo 343 regirá con los secretarios de los tribunales que no tienen derecho al feriado indicado en el artículo 313.





	Su inciso tercero, estatuye que los presidentes de las Cortes de Apelaciones fijarán un turno entre sus secretarios en forma que el feriado a que dicho artículo se refiere no perjudique las labores del tribunal.





	Su inciso cuarto, establece que será aplicable a los funcionarios a que se refiere este artículo lo dispuesto en el artículo 493.





	El proyecto agrega un inciso final que preceptúa que también les serán aplicables las normas sobre permisos contenidas en el artículo 347.





	La Comisión, por unanimidad, aprobó este número sin enmiendas.








N° 41)





	Pasa a ser número 43.





	Modifica el artículo 502 bis.





	El referido artículo 502 bis consta de un solo inciso que dispone que "no podrán ser nombrados para desempeñar los cargos del escalafón del personal de empleados y de receptores, los parientes consanguíneos o afines en la línea recta, ni los colaterales que se hallen dentro del segundo grado de consanguinidad o afinidad, con los ministros de la respectiva Corte de Apelaciones o de la Corte Suprema".





	El proyecto sustituye en el  mencionado inciso del artículo 502 bis -que pasa a ser inciso primero- el vocablo "segundo" por "tercero", intercalando antes del término "afinidad" la frase "segundo de".





	Agrega, enseguida, un inciso segundo que establece que tampoco podrá nombrarse en los cargos de Escalafón del Personal de Empleados a quienes tengan alguno de los grados de parentesco señalados en el inciso anterior, con algún juez o secretario de juzgado que ejerzan en el territorio jurisdiccional de una misma Corte de Apelaciones.





	La Comisión, por unanimidad, acordó sustituir este número por otro que deroga el artículo 502 bis en su integridad, por ser innecesario, toda vez que la materia en que incide se encuentra regulada por las reglas generales contenidas en el nuevo texto que se propone para el artículo 260.








N° 42)





	Pasa a ser número 44.





	Enmienda el artículo 505.





	El referido artículo 505 dispone, en su inciso primero, que las licencias y feriados de los empleados indicados en los artículos 498 y 500 se regirán por las disposiciones que indica.





	Su inciso segundo, establece que la norma del artículo 343 regirá con el personal de secretaría de los tribunales colegiados, y con los demás empleados de los juzgados que no hayan hecho uso del feriado de vacaciones a que se refiere el artículo 313.





	Su inciso tercero, estatuye que el presidente de cada tribunal colegiado y los jueces respectivos fijarán los turnos del personal de secretaría, de manera que el feriado no perjudique las labores del tribunal.





	Su inciso cuarto, preceptúa que los oficiales a que se refieren los incisos anteriores y los contemplados en el artículo precedente, estarán sometidos al régimen de jubilación y de previsión social que determinen las leyes.





	El proyecto agrega un inciso final, nuevo, que especifica que también les serán aplicables las normas sobre permisos contenidas en el artículo 347.





	La Comisión, por unanimidad, aprobó este número, con la sola enmienda de disponer que al personal a que alude el precepto le será aplicable solamente lo dispuesto en el inciso tercero del mencionado artículo 347, que se refiere a permisos para concurrir a actividades de perfeccionamiento, por considerar que los restantes permisos a que se refiere el artículo indicado no se justifican en este caso.








- - -





	A continuación, la Comisión, por unanimidad, acordó agregar un número 45), nuevo, al artículo 1° del proyecto, destinado a modificar diversos preceptos del Código Orgánico de Tribunales, con el objeto de sustituir el vocablo "jurisdicción", cuando aparece empleado en el sentido de territorio jurisdiccional.





- - -








Artículo 2°





	Deroga la Ley N° 7.539, que declara que los empleados que pertenezcan al Escalafón del personal subalterno del Poder Judicial, que reúnan las condiciones que indica, se considerarán incorporados a la sexta categoría del Escalafón Primario y a la segunda categoría del Escalafón Secundario.





	La Comisión, por unanimidad, aprobó este artículo.








- - -





	En seguida, la Comisión, por unanimidad, acordó intercalar un epígrafe nuevo, denominado "Disposiciones Transitorias", antes del artículo transitorio.





- - -








Artículo Transitorio





	Pasa a ser artículo 1° transitorio.





	Su inciso primero, establece que las modificaciones introducidas a los Escalafones y a los nombramientos de los jueces, funcionarios auxiliares de la Administración de Justicia y empleados del Poder Judicial, no afectarán los derechos por ellos ya adquiridos a la fecha de publicación de la presente ley.





	Su inciso segundo, señala que las normas sobre calificaciones comenzarán a regir el primero de enero del año siguiente de la entrada en vigencia de la presente ley.





	Su inciso tercero, preceptúa que las disposiciones sobre incompatibilidades no regirán para los jueces, funcionarios auxiliares de la Administración de Justicia y empleados actualmente en servicio.





	La Comisión, por unanimidad, aprobó el artículo propuesto con modificaciones destinadas a precisar la redacción del precepto y adecuarlo a las modificaciones aprobadas. Le efectuó, además, una enmienda de fondo consistente en establecer que las modificaciones introducidas a las disposiciones sobre incompatibilidades no regirán para los funcionarios en servicio, salvo que los beneficiaren y los interesados solicitaren su aprobación.








- - -





	Finalmente, la Comisión, siempre por unanimidad, agregó un artículo 2° transitorio, nuevo, que estatuye que todos aquellos que por aplicación de las disposiciones de la presente ley deban ingresar a una nueva categoría, se incorporarán a ésta inmediatamente a continuación de los que estuvieren en ella, en el mismo orden que tenían en la anterior.





- - -








	En mérito de las consideraciones precedentemente expuestas, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de proponeros la aprobación del siguiente











PROYECTO DE LEY:








	"Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Orgánico de Tribunales:





	1) Sustitúyese el artículo 252, por el siguiente:





	"Artículo 252.- Para ser juez de letras se requiere:





	1° Nacionalidad chilena, natural o legal;





	2° Tener 23 años de edad, y





	3° Tener el título de abogado.";





	2) Sustitúyese el artículo 253, por el siguiente:





	"Artículo 253.- Para ser ministro de Corte de Apelaciones se requiere:





	1° Nacionalidad chilena, natural o legal;





	2° Tener 32 años de edad, y





	3° Tener el título de abogado.





	Esta disposición regirá también para los abogados integrantes de las Cortes de Apelaciones.";





	3) Sustitúyese el artículo 254, por el siguiente:





	"Artículo 254.- Para ser ministro de Corte Suprema se requiere:





	1° Nacionalidad chilena, natural o legal;





	2° Tener 36 años de edad, y





	3° Tener el título de abogado.





	Los abogados extraños a la Administración de Justicia requieren, además, haber ejercido por 15 años su profesión. Para estos efectos, se equipararán los servicios que presten los abogados en cualquier empleo judicial al ejercicio de dicha profesión.





	Esta disposición regirá también para los abogados integrantes de la Corte Suprema.";





	4) Derógase el artículo 255;





	5) Suprímense, en el artículo 258, los vocablos "o de la Corte Suprema";





	6) Sustitúyese el artículo 259, por el siguiente:





	"Artículo 259.- No podrá ser nombrado ministro de Corte de Apelaciones ni ser incluido en la terna correspondiente aquel que sea cónyuge o tenga parentesco por consanguinidad hasta el tercer grado inclusive, por afinidad hasta el segundo grado o por adopción con algún ministro o fiscal de la Corte Suprema.





	Quien sea cónyuge o tenga alguno de los parentescos indicados en el inciso anterior con un ministro de Corte de Apelaciones no podrá figurar en ternas o ser nombrado en cargo alguno del Escalafón Primario que deba desempeñar dentro del territorio jurisdiccional de la Corte de Apelaciones donde aquél ejerce su ministerio.





	Del mismo modo, no puede ser incluido en terna ni ser nombrado en el Escalafón del Personal de Empleados aquel que sea cónyuge o tenga alguno de los parentescos indicados en el inciso primero con quien, por razón de su cargo, deba o pueda participar en su calificación.





	En caso de producirse el nombramiento de un ministro en una Corte en cuyo territorio jurisdiccional se desempeñan en el Escalafón Primario su cónyuge o alguno de los parientes indicados en el inciso primero, éste último deberá ser trasladado de inmediato al territorio jurisdiccional de otra Corte. 











	En caso de producirse el nombramiento de un juez o ministro de Corte que quede en situación de participar en la calificación de un miembro del Escalafón Secundario o del de Empleados y que se vincule con él por matrimonio o por alguno de los parentescos indicados en el inciso primero, se deberá proceder de inmediato al traslado de este último.





	Aquel ministro de la Corte Suprema que sea cónyuge o tenga alguno de los parentescos indicados en el inciso primero con un miembro del Escalafón Primario, no podrá tomar parte alguna en asuntos en que éste pueda tener interés.";





	7) Sustitúyese el artículo 260, por el siguiente:





	"Artículo 260.- No podrán ingresar en el Escalafón Secundario aquellos que sean cónyuges o tengan alguno de los parentescos indicados en el artículo anterior con algún ministro de la Corte Suprema o de Corte de Apelaciones, o con algún miembro del Escalafón Primario que se desempeñe en el territorio jurisdiccional del cargo que se trata de proveer.





	No podrán ingresar en el Escalafón del Personal de Empleados aquellos que sean cónyuges o tengan alguno de los parentescos indicados en el artículo anterior con algún ministro de la Corte Suprema o con algún miembro del Escalafón Primario que se desempeñe en el territorio jurisdiccional del cargo que se trata de proveer.";





	8) Sustitúyense los dos primeros incisos del artículo 265, por los siguientes:





	"Artículo 265.- En el Escalafón Primario figurarán: los ministros y el fiscal de la Corte Suprema, los ministros y fiscales de las Cortes de Apelaciones, los jueces letrados, los relatores, los secretarios de Corte y de juzgados de letras, el prosecretario de la Corte Suprema y el secretario abogado del fiscal de ese mismo tribunal.





	En el Escalafón Secundario figurarán: los defensores públicos, notarios, conservadores, archiveros, procuradores del número, receptores y asistentes sociales judiciales.";





	9) Sustitúyese el artículo 267, por el siguiente:





	"Artículo 267.- El Escalafón Primario tendrá las siguientes categorías:





	Primera Categoría: Ministros y fiscal de la Corte Suprema.





	Segunda Categoría: Ministros y fiscales de las Cortes de Apelaciones, y relatores y secretario de la Corte Suprema.





	Tercera Categoría: Jueces letrados de juzgados de ciudad asiento de Corte de Apelaciones, y relatores y secretarios de Corte de Apelaciones.





	Cuarta Categoría: Jueces letrados de juzgados de ciudad capital de provincia.





	Quinta Categoría: Jueces letrados de juzgados de comuna o agrupación de comunas y secretarios de juzgados de ciudad asiento de Corte de Apelaciones.





	Sexta Categoría: Secretarios de juzgados de capital de provincia, prosecretario de la Corte Suprema y secretario abogado del fiscal de ese mismo tribunal.





	Séptima Categoría: Secretarios de juzgados de comuna o agrupación de comunas.





	Los relatores de la Corte Suprema y de las Cortes de Apelaciones se incorporarán a las categorías que respectivamente se les asigna en los términos del artículo 285.";





	10) Derógase el inciso segundo del artículo 268;





	11) Sustitúyese el artículo 269 por el siguiente:





	"Artículo 269.- El Escalafón Secundario tendrá las siguientes series:





	Primera Serie: Defensores públicos.





	Segunda Serie: Notarios, conservadores y archiveros.





	Tercera Serie: Procuradores del número.





	Cuarta Serie: Receptores de juzgados de letras.





	Quinta Serie: Asistentes sociales judiciales.





	Cada una de estas series se dividirá en tres categorías.





	Figurarán en la primera categoría los funcionarios de las cinco series que desempeñen sus cargos en una comuna o agrupación de comunas que sirva de asiento a una Corte de Apelaciones, o en el territorio jurisdiccional de juzgados considerados en la categoría de asiento de Corte de Apelaciones. 





	En la segunda categoría, los funcionarios de las cinco series que desempeñen sus cargos en el territorio jurisdiccional de juzgados de capital de provincia.





	En la tercera categoría, los funcionarios de las cinco series que sirven sus cargos en el territorio jurisdiccional de juzgados de comuna o agrupación de comunas.";





	12) Sustitúyese el artículo 273, por el siguiente:





	"Artículo 273.- Los jueces y ministros de Corte de Apelaciones, cuando fuere el caso, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 273 bis, y los fiscales de las Cortes de Apelaciones, secretarios, secretario abogado del fiscal, relatores, prosecretario de la Corte Suprema, funcionarios auxiliares de la Administración de Justicia y empleados del Poder Judicial serán calificados anualmente atendiendo a la eficiencia, celo y moralidad observados en ese período, en la forma que se dispone en los artículos siguientes.





	Esta evaluación se hará por quienes se indica a continuación:





	a) La Corte Suprema, en pleno, calificará a los relatores y procuradores del número que se desempeñen en dicho tribunal, a su secretario, prosecretario y empleados, y a los ministros de Corte de Apelaciones, cuando procediere;





	b) Las Cortes de Apelaciones, en pleno, calificarán a los notarios que ejerzan funciones en el territorio de su jurisdicción, previo informe del juez en cuyo territorio jurisdiccional se desempeñen. Si existieren dos o más jueces en el mismo territorio jurisdiccional, la Corte determinará el o los jueces que deban informar;





	c) Las Cortes de Apelaciones, en pleno, calificarán a sus secretarios, relatores y empleados, a los jueces de letras, cuando procediere, y a los secretarios de juzgados y funcionarios auxiliares de la Administración de Justicia, excluidos los notarios, que ejerzan sus funciones en el territorio jurisdiccional de juzgados de ciudad asiento de Corte de Apelaciones; 





	d) Los jueces letrados calificarán a sus asistentes sociales y empleados y a los funcionarios auxiliares de la Administración de Justicia no comprendidos en las letras anteriores, que se desempeñen dentro de sus respectivos territorios jurisdiccionales;





	e) El fiscal de la Corte Suprema calificará a su secretario abogado, a los empleados de su oficio y a los fiscales de las Cortes de Apelaciones, y





	f) Los fiscales de las Cortes de Apelaciones calificarán a los empleados de su oficio.





	Para los efectos de calificar a los funcionarios auxiliares de la Administración de Justicia indicados en la letra d), en los lugares en que haya dos jueces de letras, la calificación la hará el más antiguo de ellos, y en aquéllos en que existan más de dos, se constituirán todos ellos en comisión calificadora.





	Actuará como secretario de estas comisiones, el secretario del tribunal donde se desempeñe su presidente, y si fueren dos o más, por el que designe el tribunal. Si la calificación corresponde hacerla a una sola persona, ésta designará, en el mes de octubre de cada año, un secretario entre sus subordinados o auxiliares de la Administración de Justicia de su territorio jurisdiccional.";





	13) Intercálase, a continuación del artículo 273, el siguiente artículo 273 bis:





	"Artículo 273 bis.- Los jueces y ministros de Corte de Apelaciones no serán objeto de calificación, a menos que, durante el último año, se les haya aplicado alguna medida disciplinaria, caso en el cual serán calificados.





	Los jueces y ministros de Corte que, de acuerdo a lo establecido en el inciso anterior, no sean calificados, se considerarán evaluados en lista de méritos, para todos los efectos legales.";





	14) Sustitúyese el artículo 274, por el siguiente:





	"Artículo 274.- Los secretarios de los órganos calificadores indicados en el artículo 273, deberán cumplir, entre otras, las siguientes funciones:





	a) Reunir, dentro de los últimos quince días del mes de noviembre de cada año, las hojas de vida, con los antecedentes agregados, correspondientes a los funcionarios o empleados que deba evaluar el respectivo órgano calificador;





	b) Recibir las observaciones que se formulen en conformidad al artículo 275, remitir copia de ellas a la persona a quien conciernan en los términos que exige la citada disposición y recibir, además, los descargos que aquélla efectúe por escrito;





	c) Dejar constancia de cada calificación y de sus fundamentos. Si el órgano calificador fuere colegiado, deberá dejar constancia, además, de los acuerdos alcanzados y de las opiniones disidentes, cada una con sus respectivos fundamentos y con el número de ministros o de jueces, en su caso, que adhirió a una u otra posición, sin indicar sus nombres.





	Las constancias a que alude el párrafo anterior deberán dejarse en un libro de actas, con suficiente precisión para permitir que el calificado conozca los aspectos de su desempeño que debe corregir y aquellos en que debe persistir;





	d) Notificar a los evaluados el resultado de sus calificaciones en la forma que se expresa en el artículo 276;





	e) Presentar al órgano calificador las solicitudes de reposición y apelación subsidiaria que se interpongan para su resolución, decisión que se consignará igualmente en el libro de actas referido en la letra c) y que notificarán, asimismo, al interesado en la forma establecida en el artículo 276;





	f) Remitir, en los casos que proceda, al órgano que debe conocer la apelación subsidiaria interpuesta en contra de la calificación, los antecedentes que sean pertinentes;





	g) Remitir copia de las calificaciones ejecutoriadas a los órganos señalados en el inciso final del artículo 276, y





	h) Cumplir las demás órdenes e instrucciones que disponga el Presidente de la Corte o de la comisión calificadora o la persona encargada de efectuar la evaluación.";





	15) Sustitúyese el artículo 275, por el siguiente:





	"Artículo 275.- Dentro de los diez primeros días del mes de noviembre de cada año, cualquier persona podrá hacer llegar al respectivo órgano calificador sus opiniones respecto de la conducta funcionaria y desempeño observados, durante el período que comprende la calificación, por cualquier funcionario o empleado del Poder Judicial sujeto a calificación.





	Dichas opiniones deberán formularse por escrito y contener los fundamentos y antecedentes en que se basen. Copia de las mismas deberá remitirse de inmediato por el órgano calificador a los funcionarios y empleados a quienes concierna para que efectúen los descargos que estimen pertinentes antes de iniciarse el proceso de calificación. El órgano calificador deberá pronunciarse expresamente sobre cada una de ellas al hacer la evaluación anual.";





	16) Sustitúyese el artículo 276, por el siguiente:





	"Artículo 276.- Las calificaciones se efectuarán por los órganos calificadores indicados en el artículo 273, dentro de los quince primeros días del mes de diciembre de cada año, fuera del horario de funcionamiento ordinario de los tribunales, mediante decisión fundada y dentro de un procedimiento reservado.





	Todos los funcionarios sujetos a evaluación deberán ser calificados en esa oportunidad, con los antecedentes que a esa fecha existan sobre ellos.





	Estas calificaciones deberán ser puestas privadamente en conocimiento de los respectivos evaluados, tan pronto como finalice el proceso, entregándoles copia íntegra de la resolución que les concierna, sea personalmente o remitiéndoles ésta por carta certificada al tribunal donde aquéllos presten sus servicios.





	Los evaluados podrán pedir reposición de la calificación referida ante el órgano calificador respectivo dentro de los cinco días siguientes a su notificación, entendiéndose que ésta ha sido efectuada, en el caso de verificarse por carta certificada, el día de su recepción por el destinatario.








	La resolución que se pronuncie sobre la solicitud de reposición deberá dictarse en el plazo de diez días, contado desde la presentación del recurso; deberá ser igualmente fundada, y se notificará en la misma forma que la calificación impugnada.





	También podrá deducirse apelación en contra de la calificación, la que deberá ser presentada en forma subsidiaria y conjunta a la reposición y dentro de los mismos plazos de ésta. El recurso deberá ser someramente fundado y contener peticiones concretas y se interpondrá ante el órgano calificador respectivo. No procederá este recurso cuando la calificación la haya efectuado la Corte Suprema.





	Corresponderá conocer la apelación a los siguientes órganos:





	a) Al pleno de la Corte de Apelaciones respectiva, si la calificación fue realizada por un juez o por una comisión calificadora de jueces;





	b) Al fiscal de la Corte Suprema, si la calificación fue hecha por un fiscal de Corte de Apelaciones, y





	c) Al pleno de la Corte Suprema, si la calificación fue efectuada por una Corte de Apelaciones o por el fiscal de la misma Corte Suprema.





	En estos casos actuará como secretario el que lo sea de la respectiva Corte o fiscal. Si en ésta existieren más de dos, por el que designe el tribunal. En la relación, además de los antecedentes señalados en el inciso primero del artículo 278, deberán exponerse los fundamentos del recurso interpuesto.





	Las apelaciones deberán ser resueltas dentro del plazo de diez días, contado desde la interposición del recurso, mediante decisión fundada. Dichas resoluciones se notificarán al interesado en la forma expresada en el inciso tercero, por el secretario de estos tribunales y serán comunicadas al órgano calificador respectivo.





	Todas las calificaciones, una vez que se encuentren ejecutoriadas, serán comunicadas por los órganos calificadores, mediante oficio reservado, a la Corte Suprema, Cortes de Apelaciones y Ministerio de Justicia, para los efectos que procedan.";





	17) Sustitúyese el artículo 277, por el siguiente:





	"Artículo 277.- Para los efectos de la calificación, se llevará una hoja de vida por cada uno de los funcionarios y empleados que deben ser evaluados, por el secretario del tribunal en que aquéllos presten sus servicios; si existe más de un secretario, el tribunal distribuirá entre ellos esta labor. En el caso de los funcionarios auxiliares de la Administración de Justicia señalados en las letras b) y c) del artículo 273, corresponderá esta tarea al secretario de la Corte de Apelaciones que designe ese tribunal. En el caso de los funcionarios auxiliares de la Administración de Justicia señalados en la letra d) del mismo artículo, corresponderá al secretario del tribunal que designe la respectiva Corte de Apelaciones. En el caso a que se refiere la letra e) de dicho artículo, corresponderá esta tarea al secretario abogado del fiscal de la Corte Suprema y en el de la letra f) de la misma disposición, al respectivo fiscal. Las hojas de vida de las personas a quienes se asigna esta labor serán llevadas por el Presidente y por el fiscal de la Corte Suprema, por los Presidentes de las Cortes de Apelaciones o por los jueces, según corresponda.





	En la hoja de vida, los encargados de ella dejarán constancia, oportuna y precisa, de todas las medidas disciplinarias aplicadas a las personas que deben ser evaluadas. Asimismo, se dejará constancia en ella de las apreciaciones de mérito y de demérito que ordenen anotar los tribunales, ministros visitadores y funcionarios calificadores indicados en el artículo 273, con respecto a las personas que a cada uno corresponda evaluar. En el caso de los tribunales colegiados, este derecho será ejercido por el tribunal pleno o por cualquiera de las salas de que se componen.





	Estos antecedentes serán reservados, salvo para la persona a que se refieren, la que podrá imponerse de su contenido las veces que estime conveniente y hacer llegar al encargado de llevarlos, antes que se inicie el proceso de calificación, las observaciones y antecedentes que desee, para su agregación material.





	Ante el mismo encargado y en igual oportunidad, las personas que deben ser evaluadas gozarán del derecho de pedir que se anote en su respectiva hoja de vida, la circunstancia de haber participado en actividades idóneas de capacitación y perfeccionamiento, para lo cual deberán acompañar los certificados y comprobantes pertinentes.





	Cuando en virtud de traslado o ascenso de un funcionario o empleado, deba cambiar la persona encargada de llevar su hoja de vida, ésta será remitida al nuevo encargado inmediatamente de producido el traslado o ascenso.";





	18) Intercálase, a continuación del artículo 277, el siguiente artículo 277 bis:





	"Artículo 277 bis.- La calificación deberá fundarse en antecedentes objetivos, para lo cual deberá considerar, además de las anotaciones practicadas en la respectiva hoja de vida, lo siguiente: asistencia; puntualidad; mantención al día del despacho, oficio o labor que corresponda, tomando en cuenta la naturaleza de ésta y el volumen de trabajo; forma de atención al público, espíritu de servicio y colaboración; relación con sus compañeros y subalternos; aciertos o desaciertos notables en la resolución de problemas del servicio; aporte creativo para el mejoramiento de la función judicial; responsabilidad; sentido de la organización y disciplina; moralidad; probidad, y afán de superación, evidenciado, entre otros medios, por la realización de actividades idóneas de capacitación y perfeccionamiento.";





	19) Sustitúyese el artículo 278, por el siguiente:





	"Artículo 278.- La calificación comenzará con la relación que hará el secretario del órgano calificador sobre todos los antecedentes contenidos en la carpeta de cada una de las personas que deban ser evaluadas. A continuación de cada una de las relaciones individuales, los integrantes del órgano calificador procederán, separadamente, a entregar por escrito al secretario la evaluación que aquéllos les merezcan.





	La evaluación se referirá a todos los rubros comprendidos en los artículos 277 y 277 bis, los que serán ponderados, en conjunto, por cada uno de los integrantes del órgano calificador, quienes como resultado de su examen, mediante decisión fundada en los términos a que alude la letra c) del artículo 274, incluirán al funcionario en alguna de las siguientes listas: Sobresaliente, Muy Buena, Satisfactoria, Regular o Deficiente.





	Para emitir su evaluación los integrantes del órgano calificador tendrán presente que en la lista Sobresaliente deberán figurar sólo aquellos evaluados que se destaquen del resto de los funcionarios o empleados, que tengan una inmejorable conducta y desempeño funcionarios y siempre que no hubieran sido objeto de alguna medida disciplinaria durante el año anterior. En la lista Muy Buena, deberán incluirse los evaluados que tengan muy buena conducta y desempeño funcionarios y que sólo hubieran sido objeto de medidas disciplinarias de amonestación privada. En la lista Satisfactoria, se incluirán aquellos evaluados que presenten una muy buena conducta y un satisfactorio desempeño funcionario y siempre que no hubieran sido objeto de medidas disciplinarias de censura por escrito o suspensión de funciones. A la lista Regular, se destinarán los evaluados que sólo hayan tenido una conducta y desempeño funcionarios aceptables, los que continuarán prestando sus servicios en forma condicional hasta la próxima evaluación, oportunidad en que deberán mejorar necesariamente de lista calificativa. Finalmente, en la lista Deficiente, se incluirán los evaluados que presenten una conducta o desempeño funcionario incompatible con su permanencia en el Poder Judicial.





	Las reglas anteriores se observarán también por los órganos a los que corresponda conocer las apelaciones.





	Para todos los efectos legales se considerará que los evaluados que hubieren sido incluidos en las listas Sobresaliente y Muy Buena, figuran en la lista de méritos.";





	20) Sustitúyese el artículo 278 bis, por el siguiente:





	"Artículo 278 bis.- La inclusión de un funcionario o empleado en lista Deficiente, o por segundo año consecutivo en lista Regular, implicará necesariamente su separación del servicio. Este hecho deberá comunicarse por el órgano calificador, una vez que la calificación se encuentre ejecutoriada, al Ministerio de Justicia para que dentro del plazo de treinta días curse el decreto respectivo. Desde el instante mismo en que quede firme la calificación antedicha, el afectado quedará suspendido de sus funciones con goce de medio sueldo.";





	21) Sustitúyese el artículo 279, por el siguiente:





	"Artículo 279.- Para proceder al nombramiento en propiedad de un cargo en el Escalafón Primario que se encontrare vacante, el tribunal respectivo llamará a concurso, por el lapso de diez días, el que podrá prorrogar por términos iguales si no se presentaren oponentes en número suficiente para formar las listas que deben ser enviadas al Presidente de la República, para los efectos previstos en el artículo 263; salvo que se trate de proveer los cargos de ministro o fiscal de la Corte Suprema, en que se procederá sin previo concurso.





	El secretario del tribunal en que se efectúe el concurso comunicará la apertura de éste por télex, fax o telégrafo a todas las Cortes de Apelaciones del país, las que estarán obligadas a ponerlo en conocimiento de los tribunales de su territorio jurisdiccional por medios idóneos. La omisión de esta última comunicación no invalidará el concurso, sin perjuicio de la responsabilidad del secretario. Igualmente, dicho secretario deberá insertar un aviso de la apertura del concurso en el Diario Oficial. A partir de la fecha de publicación del aviso se contará el plazo de diez días señalado en el inciso primero.





	Los interesados que reúnan los requisitos que la ley exige para optar al cargo de que se trate deberán acompañar su currículum vitae y demás antecedentes justificativos de sus méritos.





	La elección de las personas que deban figurar en las propuestas o ternas, para la suplencia o interinato de alguno de los cargos del Escalafón Primario, se limitará a los funcionarios que presten sus servicios dentro del territorio jurisdiccional de la Corte respectiva, y sólo a falta de ellos podrá elegirse libremente de entre los demás funcionarios que reúnan las condiciones necesarias.





	Sin embargo, cuando se trate de propuestas o ternas para el nombramiento, en calidad de interinos o suplentes, de relatores o secretarios de Corte de Apelaciones, podrán figurar en ellas, a falta de funcionarios que reúnan los requisitos generales de idoneidad para tales funciones, otros de la quinta o sexta categoría, cualquiera que sea el territorio jurisdiccional a que pertenezcan y el tiempo que hayan permanecido en la respectiva categoría.";





	22) Sustitúyese el inciso primero del artículo 280, por el siguiente:





	"Artículo 280.- No podrá ser promovido a una categoría superior el funcionario que tenga menos de tres años de servicios en su categoría, salvo que en la inmediatamente inferior hubiere servido más de cinco años, en cuyo caso necesitará sólo uno. Podrá, no obstante, ser ascendido si no se interesare por el cargo ningún funcionario que desempeñe un cargo de la misma categoría del que se trata de proveer o que tenga tres años o más de servicios en la categoría inmediatamente inferior.";





	23) Reemplázase el artículo 281, por el siguiente:





	"Artículo 281.- En las ternas que se formen no podrán figurar funcionarios que, en la última calificación anual, hubieren sido incluidos en lista Regular o Deficiente, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso cuarto. 





	Tampoco podrán figurar en terna aquellos funcionarios a quienes, con posterioridad a su calificación anual, se les hubiere aplicado alguna medida disciplinaria.





	En caso que un ministro de Corte de Apelaciones o juez letrado deba figurar por antigüedad en las propuestas a que se refiere el artículo 75 de la Constitución Política y hubiere sido objeto de cualquiera medida disciplinaria, impuesta con anterioridad a su calificación anual, se dejará constancia de ello en la propuesta referida, siempre que dicha medida se encuentre ejecutoriada.





	Sólo en caso de no haber postulantes en número suficiente que reúnan los requisitos indicados en los dos incisos anteriores, podrán integrarse a la terna aquellos que hubieren sido objeto de alguna medida disciplinaria. En tal caso, los que hubieren sido objeto de medidas disciplinarias de menor entidad y número preferirán a los que tuvieren medidas más graves y más numerosas.





	Los funcionarios incluidos en la lista de calificación anual Sobresaliente tendrán derecho preferente para figurar en las ternas frente a aquellos que se encuentren incorporados en las listas Muy Buena y Satisfactoria; y los incluidos en la lista Muy Buena preferirán a los incorporados en la lista Satisfactoria para estos mismos efectos.





	Los funcionarios figurarán en la terna por el orden de su categoría, dentro de ella, por el de la lista calificativa en que se encuentren incluidos y dentro de ésta, por su antigüedad.





	En las propuestas deberá dejarse constancia del número de votos obtenidos por los oponentes en cada una de las votaciones que han debido efectuarse para la confección de la terna.";





	24) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 282, por el siguiente:





	"El fiscal de la Corte Suprema integrará el tribunal pleno de esa Corte para los efectos de lo dispuesto en el inciso anterior cuando se trate de formar ternas para la provisión de cargos de fiscales de Corte de Apelaciones.";





	25) Sustitúyese el artículo 283, por el siguiente:





	"Artículo 283.- Para proveer el cargo de ministro o fiscal de la Corte Suprema, este tribunal enviará al Presidente de la República una lista de cinco personas, en la que deberá figurar el ministro más antiguo de Corte de Apelaciones que, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 273 bis, figure en lista de méritos, a menos que éste renuncie expresamente a este derecho, caso en el cual se incluirá a quien le siga en antigüedad y reúna iguales requisitos. Los otros cuatro lugares se llenarán en atención a los merecimientos de los candidatos, pudiendo figurar personas extrañas a la Administración de Justicia.";





	26) Sustitúyese el artículo 284, por el siguiente:





	"Artículo 284.- Para proveer los demás cargos del Escalafón Primario, se formarán ternas del modo siguiente:





	a) Para ministros y fiscales de Corte de Apelaciones y secretario de la Corte Suprema, con el juez de letras en lo civil o criminal más antiguo de asiento de Corte que, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 273 bis, deba considerarse como calificado en lista de méritos y que exprese su interés por el cargo y con dos ministros de Corte de Apelaciones o integrantes de la segunda o tercera categoría que se hayan opuesto al concurso, elegidos por méritos;





	b) Para integrantes de las categorías tercera y cuarta, con excepción de los relatores de las Cortes de Apelaciones, con el juez de letras en lo civil o criminal más antiguo de la categoría inferior que, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 273 bis, deba ser considerado calificado en lista de méritos y que exprese su interés en el cargo y con dos integrantes de la misma categoría del cargo que se trata de proveer o de la inmediatamente inferior, que se opongan al concurso, elegidos por méritos;





	c) Para integrantes de la quinta categoría, con el funcionario más antiguo de la categoría inferior que se encuentre calificado en lista de méritos y exprese su interés en el cargo y con uno o dos integrantes de la misma categoría del cargo que se trata de proveer o de la inmediatamente inferior, elegidos por méritos, o con uno o dos abogados que hubieren aprobado el plan de formación de la Escuela Judicial y que se hubieren opuesto al concurso, elegidos por méritos; 





	d) Para integrantes de la sexta categoría, con excepción del prosecretario de la Corte Suprema y del secretario abogado del fiscal de ese mismo tribunal, con el funcionario más antiguo de la séptima categoría que figure en las listas Sobresaliente o Muy Buena y que exprese su interés en el cargo que se trata de proveer y con uno o dos integrantes de la misma categoría o de la inmediatamente inferior, elegidos por méritos, o con uno o dos abogados que hubieren aprobado el plan de formación de la Escuela Judicial, que se opongan al concurso, elegidos por méritos, y





	e) Para integrantes de la séptima categoría, con funcionarios de la misma categoría o con abogados que hubieren aprobado el plan de formación de la Escuela Judicial que se opongan al concurso, elegidos por méritos. Sólo a falta de estos abogados, podrán figurar aquellos que no hayan cursado tal plan de formación y serán escogidos por méritos.





	A falta de postulantes a las categorías indicadas en las letras b) y c) de este artículo, podrán ocupar uno o dos lugares de libre elección, los funcionarios que se encuentren incorporados en la categoría inferior subsiguiente a la del cargo que se trata de proveer.





	Para la formación de estas ternas, con excepción de las confeccionadas para proveer el cargo de secretario de la Corte Suprema, y que correspondan a cargos que deban desempeñarse en alguna de las Cortes de Apelaciones o juzgados de letras de la Región Metropolitana, tendrán preferencia, en uno de los dos lugares de libre elección, los postulantes que, reuniendo los requisitos señalados en las reglas precedentes, se hayan desempeñado por más de cinco años en cualquiera de las Regiones Undécima o Duodécima y en las provincias de Chiloé o Palena de la Décima Región.





	El funcionario que goce del derecho para figurar en terna por antigüedad, de acuerdo con lo dispuesto en este artículo, deberá expresar su interés en el cargo dentro de diez días, contados desde la publicación de la apertura del concurso en el Diario Oficial. Si así no lo hiciere, se prescindirá de él y se colocará en su lugar al que lo siga en antigüedad, siempre que, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 273 bis, deba considerarse incluido en lista de méritos.";





	27) Intercálase, a continuación del artículo 284, el siguiente artículo 284 bis:





	"Artículo 284 bis.- Los méritos a que alude el artículo anterior, se apreciarán en conformidad a los siguientes factores:





	a) En el caso de postulantes que hayan aprobado el plan de formación de la Escuela Judicial, por las calificaciones obtenidas en ésta. En caso de ser similares las calificaciones de dos o más postulantes, se preferirá a los oponentes que hayan servido en el Escalafón del Personal de Empleados por más de cinco años, siempre que en él hubieren sido calificados en lista de méritos y no hubieren sido objeto de sanciones;





	b) En el caso de secretarios, por su última calificación y por las medidas disciplinarias aplicadas con posterioridad a ello, y





	c) En el caso de jueces de letras, por su última calificación, si la hubiere; por las medidas disciplinarias de que hubieren sido objeto durante su carrera, considerando su entidad y antigüedad; por los antecedentes relevantes que acrediten, y por las estadísticas relativas a acumulación de causas y cumplimiento de plazos que exhiba el juzgado en que han servido en los últimos tres años, considerando su carga y demás condiciones de trabajo.





	Además, cuando se trate de proveer cargos para la cuarta, quinta o sexta categoría y no todos los postulantes provengan directamente de la Escuela Judicial, la Corte de Apelaciones deberá someter a estos últimos o a un grupo de los oponentes que se preseleccionen a un examen de oposición que consista en la dictación de una sentencia para un caso determinado u otro ejercicio similar. En tal evento, podrán solicitar a la Escuela Judicial que les provea de evaluadores externos. 





	Cuando se trate de evaluar a quienes postulen a un cargo de la segunda o tercera categoría, los ministros tendrán en consideración el desempeño funcionario de los oponentes, su versación y criterio jurídico y demás aptitudes para ejercer el cargo que se trata de proveer.";





	28) Sustitúyese el artículo 285, por el siguiente:





	"Artículo 285.- Para proveer el cargo de relator, la respectiva Corte propondrá al funcionario que, perteneciendo a la misma categoría del cargo que se trata de llenar o a la inmediatamente inferior, considere más idóneo para desempeñarlo.





	No obstante, la Corte Suprema podrá proponer como relatores de dicho tribunal a los relatores que se hayan desempeñado en tal carácter en alguna Corte de Apelaciones durante cinco años. Igualmente las Cortes de Apelaciones podrán proponer como relatores de sus respectivos tribunales, a los funcionarios de las categorías sexta y séptima del Escalafón Primario o a abogados que no figuren en dicho Escalafón, y que hubieren aprobado el curso de formación de la Escuela Judicial.





	Para efectuar la proposición, las Cortes abrirán concurso y recibirán exámenes, salvo que por los dos tercios de los asistentes al pleno respectivo, se acuerde prescindir de este trámite. El concurso y la recepción de exámenes, consistente en relaciones, será obligatorio en los casos del inciso anterior.





	Las personas que se propusieren para relatores de la Corte Suprema y de las Cortes de Apelaciones, que pertenezcan a alguna de las categorías que respectivamente se indican en el inciso primero, se incorporarán en tal carácter a la categoría segunda o tercera, según corresponda, una vez que, nombradas, presten el juramento de estilo.





	Las personas que se propusieren para relatores de la Corte Suprema que no pertenezcan a alguna de las categorías del escalafón Primario indicadas en el inciso primero, figurarán durante los tres primeros años de su desempeño en ese tribunal en la cuarta categoría de ese Escalafón; en los dos años siguientes, en la tercera, e integrarán la segunda categoría una vez que completen cinco años de servicios en ese carácter, todo ello sin necesidad de nuevo nombramiento.





	Las personas que se propusieren para relatores de la Corte de Apelaciones que no figuren en alguna de las categorías señaladas en el inciso primero, figurarán durante los tres primeros años de su desempeño en la quinta categoría del Escalafón Primario, en los dos años siguientes en la cuarta, e ingresarán a la tercera categoría una vez que completen cinco años, todo ello sin necesidad de nuevo nombramiento.





	Las personas a que se refieren los dos incisos anteriores obtendrán las remuneraciones asignadas a los relatores de la Corte Suprema o de las Cortes de Apelaciones, según corresponda, mientras se desempeñen en tal carácter. Asimismo, estas personas gozarán del derecho para postular a los cargos del Escalafón Primario en conformidad a las reglas generales, tomándose en cuenta la categoría a la que efectivamente pertenezcan al momento de postular.";





	29) Intercálase, a continuación del artículo 285, el siguiente artículo 285 bis:





	"Artículo 285 bis.- El nombramiento del prosecretario de la Corte Suprema se hará a propuesta de ese tribunal y sólo podrá recaer en persona con título de abogado.





	Este funcionario subrogará al secretario en caso de impedimento o licencias, aplicándose la norma del inciso segundo del artículo 500.





	Además de las otras funciones que le corresponden desempeñará el cargo de relator cuando el tribunal lo estime conveniente.





	Todas las menciones que en las leyes se hagan al oficial primero de la Corte Suprema se entenderán referidas al prosecretario.





	El secretario abogado del fiscal de la Corte Suprema será designado a propuesta de dicho fiscal.";





	30) Sustitúyese el artículo 286, por el siguiente:





	"Artículo 286.- Las ternas para proveer los cargos de defensores públicos se formarán del modo siguiente:





	a) Para defensores públicos de las categorías primera y segunda del Escalafón Secundario, con el defensor público más antiguo de la categoría inmediatamente inferior que figure en lista de calificación Sobresaliente o Muy Buena y que exprese su interés en el cargo y con dos defensores públicos de la misma categoría del cargo que se trata de proveer o de la inmediatamente inferior, elegidos por méritos. Sólo a falta de éstos podrán figurar en las ternas abogados ajenos al Escalafón, y





	b) Para defensores públicos de la tercera categoría del Escalafón mencionado, con defensores públicos de la misma categoría o con abogados ajenos al Escalafón, elegidos por méritos. 





	Con respecto al derecho propio a que se refiere la letra a), tendrá aplicación lo dispuesto en el inciso final del artículo 284.";





	31) Sustitúyese el artículo 287, por el siguiente:





	"Artículo 287.- Las ternas para proveer los cargos de notario, conservador y archivero se formarán del modo siguiente:





	a) Para integrantes de la primera categoría del Escalafón Secundario, con el notario, conservador o archivero más antiguo de la categoría inmediatamente inferior que figure en lista de calificación Sobresaliente o Muy Buena y que exprese su interés en el cargo y con dos notarios, conservadores o archiveros de la misma categoría del cargo que se trate de proveer o de la inmediatamente inferior que se opongan al concurso, elegidos por méritos.





	Para los efectos del derecho propio, se aplicará lo dispuesto en el inciso final del artículo 284;





	b) Para integrantes de la segunda categoría, con el notario, conservador o archivero más antiguo de la categoría inmediatamente inferior que figure en lista de calificación Sobresaliente o Muy Buena y que exprese su interés en el cargo. Al efecto tendrá aplicación lo dispuesto en el inciso final del artículo 284. Un segundo lugar en la terna será ocupado por el notario, conservador o archivero de la misma categoría del cargo que se trata de proveer o de la inmediatamente inferior, que se oponga al concurso, elegido por méritos. El tercer lugar en la terna será ocupado por uno de los notarios, conservadores o archiveros recién aludidos o por un abogado extraño a la carrera, elegido por méritos. Entre estos abogados extraños no podrá figurar un miembro del Escalafón Primario, y





	c) Para integrantes de la tercera categoría, con el o los notarios, conservadores o archiveros de la misma categoría, los que, en caso de oponerse, ocuparán al menos un lugar en la terna, y con abogados ajenos al Escalafón que se opongan al cargo, elegidos por méritos.";





	32) Derógase el artículo 288;





	33) Reemplázase en el artículo 289 los vocablos "segunda o tercera", por "tercera o cuarta";





	34) Intercálase, a continuación del artículo 289, el siguiente artículo 289 bis:





	"Artículo 289 bis.- Las ternas para proveer los cargos de asistentes sociales judiciales se formarán del modo siguiente:





	a) Para integrantes de las dos primeras categorías del Escalafón Secundario, con el asistente social más antiguo de la categoría inmediatamente inferior, que figure en listas Sobresaliente o Muy Buena y que exprese su interés en el cargo y con dos asistentes sociales judiciales de la misma categoría del cargo que se trata de proveer o de la inmediatamente inferior, elegidos por méritos. A falta de oponentes se incluirá en la terna a asistentes sociales ajenos al servicio, elegidos por méritos, y





	b) Para integrantes de la tercera categoría, con asistentes sociales judiciales de la misma categoría o con asistentes sociales ajenos al servicio, elegidos por méritos.





	Con respecto al derecho propio a que se refiere la letra a), tendrá aplicación lo dispuesto en el inciso final del artículo 284.





	Para oponerse al cargo de asistente social judicial, se requiere estar en posesión del título respectivo otorgado por alguna Universidad reconocida por el Estado.";





	35) Sustitúyese el artículo 291, por el siguiente:





	"Artículo 291.- Las ternas deberán ser remitidas al Ministerio de Justicia con todos los antecedentes de los oponentes seleccionados.";





	36) Sustitúyese el artículo 292, por el siguiente:





	"Artículo 292.- El Escalafón del Personal de Empleados se compondrá de las siguientes categorías:





	Primera Categoría: Oficiales 2°s. y Bibliotecario de la Corte Suprema, Oficiales 1°s. de las Cortes de Apelaciones y secretario del Presidente de la Corte Suprema.





	Segunda Categoría: Oficiales 3°s. de la Corte Suprema, Oficiales 2°s. de las Cortes de Apelaciones, Bibliotecarios de las Cortes de Apelaciones de la Región Metropolitana, Valparaíso y Concepción y Oficiales 1°s. de los juzgados de letras de asiento de Corte.





	Tercera Categoría: Oficiales 4°s. de la Corte Suprema, Oficiales 3°s. de las Cortes de Apelaciones, Oficiales de los Fiscales de estos mismos tribunales, Oficiales 2°s. de los juzgados de letras de asiento de Corte y Oficiales 1°s. de los juzgados de capital de provincia.





	Cuarta Categoría: Oficiales Auxiliares de la Corte Suprema, Ayudante de Biblioteca de la Corte Suprema, Oficiales 4°s. de las Cortes de Apelaciones, Oficiales 3°s. de los juzgados de letras de asiento de Corte, Oficiales 2°s. de los juzgados de letras de capital de provincia y Oficiales 1°s. de los juzgados de letras de comuna o agrupación de comunas.





	Quinta Categoría: Oficiales 4°s. de los juzgados de letras de asiento de Corte, Oficiales 3°s. de los juzgados de letras de capital de provincia y Oficiales 2°s. de los juzgados de letras de comuna o agrupación de comunas.





	Sexta Categoría: Oficiales 4°s. de los juzgados de letras de capital de provincia, Oficiales 3°s. de los juzgados de letras de comuna o agrupación de comunas y Oficial Intérprete de los juzgados de Temuco.





	Séptima Categoría: Oficiales de Sala de la Corte Suprema, de las Cortes de Apelaciones, de los juzgados de letras, y demás personal auxiliar de aseo o de servicio que se desempeñe en los tribunales de justicia.";





	37) Sustitúyese el artículo 293, por el siguiente:





	"Artículo 293.- Los empleados de secretaría con más de diez años de permanencia en la misma categoría del Escalafón tendrán, para los efectos de los ascensos, los mismos derechos que los de la inmediatamente superior.";





	38) Sustitúyese el artículo 294, por el siguiente:





	"Artículo 294.- El nombramiento en propiedad en cargos del Escalafón del Personal de Empleados, se hará por el Presidente de la Corte Suprema, cuando se trate de empleados que hayan de servir en ella, o por el Presidente de la Corte de Apelaciones respectiva, en los demás casos, a propuesta en terna que formará, previo concurso, el tribunal en que se deban prestar los servicios.





	En las ternas no podrán figurar empleados incluidos en la lista Regular, ni tampoco aquéllos a quienes se haya sancionado disciplinariamente con posterioridad a la última calificación.





	Los empleados que figuren en la terna se colocarán por orden de categoría; dentro de ella, por lista calificativa, y dentro de ésta, por antigüedad. Las personas extrañas al servicio, en su caso, figurarán después de aquéllos.





	En las ternas para cargos de la primera categoría se incluirá al empleado más antiguo de la segunda categoría calificado en lista Sobresaliente o Muy Buena que se oponga al concurso. Los otros dos lugares los ocuparán empleados de la primera o segunda categoría, elegidos por méritos. Sólo si no se presentaren postulantes de tales categorías, podrán figurar los de la categoría tercera, siempre elegidos por méritos.





	Tal regla no se aplicará para proveer el cargo de Bibliotecario de la Corte Suprema, en que se llamará a concurso de bibliotecólogos y la decisión será por méritos.





	En las ternas para cargos de la segunda categoría se incluirá al empleado más antiguo de la tercera categoría calificado en lista Sobresaliente o Muy Buena que se oponga al concurso. Los otros dos lugares los ocuparán empleados de la segunda o tercera categoría, elegidos por méritos. Sólo si no se presentaren postulantes para formar la terna con esos empleados, podrán figurar en ella los de la cuarta categoría, siempre elegidos por méritos.





	Esta regla no se aplicará para la provisión de los demás cargos de Bibliotecarios, la que se regirá por las normas del inciso quinto.





	En las ternas para cargos de la tercera categoría, se incluirá al empleado más antiguo de la cuarta categoría calificado en lista Sobresaliente o Muy Buena que se oponga al concurso. Los otros dos lugares los ocuparán empleados de la tercera o cuarta categoría, elegidos por méritos. Sólo si no se presentaren postulantes para formar la terna que reúnan los requisitos indicados, podrán figurar en ella los de la quinta categoría.





	En las ternas para cargos de la cuarta categoría se incluirá al empleado más antiguo de la quinta categoría calificado en lista Sobresaliente o Muy Buena que se oponga al concurso. Los otros dos lugares los ocuparán empleados de la cuarta o quinta categoría o abogados, egresados de derecho o estudiantes de tercero, cuarto o quinto año de las Escuelas de Derecho de alguna Universidad reconocida por el Estado, elegidos por méritos.





	En las ternas para cargos de la quinta categoría, se incluirá al empleado más antiguo de la sexta categoría calificado en lista Sobresaliente o Muy Buena que se oponga al concurso. Los otros dos lugares los ocuparán empleados de la quinta o sexta categoría o personas extrañas al Poder Judicial, elegidos por méritos.





	Las ternas a que se refieren los tres incisos precedentes, que incluyan a empleados de las categorías subsiguientes a la del cargo que se provee o, en su caso, a personas extrañas al servicio, deberán resolverse fundadamente.





	En las ternas para cargos de la sexta categoría, se incluirá al empleado calificado en lista Sobresaliente o Muy Buena más antiguo en esta categoría que se oponga al concurso. Los otros dos lugares los ocuparán empleados de la sexta o séptima categoría o personas extrañas al servicio, elegidos por méritos. 





	En las ternas para cargos de la séptima categoría, se incluirá al empleado calificado en lista Sobresaliente o Muy Buena más antiguo de esta categoría que se oponga al concurso. Los otros dos lugares los ocuparán empleados de la misma categoría o personas ajenas al servicio, elegidos por méritos.





	Los méritos a que aluden los incisos anteriores, se apreciarán en conformidad a los siguientes factores:





	a) Los oponentes que pertenecieren a la carrera, por sus calificaciones, y





	b) Los postulantes ajenos a la carrera, deberán ser sometidos por el tribunal a una o más pruebas destinadas a medir, de modo objetivo, sus aptitudes para el cargo que se trata de proveer. En aquellas ciudades en que funcione una oficina de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, esta función le podrá ser delegada. Además de los resultados de estas pruebas, el tribunal tendrá a la vista los antecedentes que acrediten los postulantes y las calificaciones que hayan obtenido en la carrera de Derecho, si fuere el caso.





	En lo demás, los concursos se regirán por las normas señaladas en el artículo 279.





	Cuando se trate de nombramientos en calidad de interinos o suplentes, la designación podrá hacerse por el respectivo tribunal o Corte. Estas designaciones no podrán durar más de noventa días, no serán prorrogables, ni podrá nombrarse nuevo interino o suplente para el mismo cargo. En caso de que no se haga uso de esta facultad o de que haya vencido el plazo del interinato o suplencia, se procederá a llenar la vacante en la forma ordinaria señalada precedentemente.





	El nombramiento de secretario del Presidente de la Corte Suprema y de chofer de la Presidencia de la Corte Suprema se hará por el propio Presidente.





	El Presidente nombrará también a los empleados de secretaría de la Corte que hayan de desempeñarse asistiendo a uno de los ministros, a propuesta unipersonal del ministro de que se trate.





	Sea que el nombramiento se haga en calidad de titular, interino o suplente, el funcionario designado no podrá desempeñar el cargo mientras no se le transcriba el decreto respectivo totalmente tramitado, salvo que en éste último se disponga que asumirá de inmediato sus funciones.";





	39) Intercálase, a continuación del artículo 294, el siguiente artículo 295:





	"Artículo 295.- Los postulantes a cargos del Escalafón del Personal de Empleados deberán cumplir con los siguientes requisitos para su ingreso al servicio:





	a) Ser ciudadano;





	b) Haber cumplido con la ley de reclutamiento y movilización;





	c) Tener salud compatible con el desempeño del cargo;





	d) Haber aprobado el nivel de educación media;





	e) No haber cesado en un cargo en el Poder Judicial o en la Administración del Estado como consecuencia de haber obtenido una calificación deficiente, o por medida disciplinaria, salvo que hayan transcurrido más de diez años desde la fecha de expiración de funciones, y





	f) No estar inhabilitado para el ejercicio de funciones o cargos públicos, ni hallarse condenado o procesado por crimen o simple delito.";





	40) Sustitúyese el artículo 334 por el siguiente:





	"Artículo 334.- Si dos miembros de un mismo tribunal, estando ya en funciones, contrajeren matrimonio o alguno de los parentescos designados en el artículo 258, aquel por cuyo matrimonio se haya contraído el parentesco, deberá ser trasladado de inmediato a un cargo de igual categoría.





	Si se tratare de un matrimonio, el traslado afectará a aquel de los cónyuges que ellos mismos determinen y sólo podrá hacerse a un tribunal que no se encuentre a más de cincuenta kilómetros de distancia.";





	41) Reemplázanse los incisos segundo y tercero del artículo 347, por los siguientes:





	"Además, los Presidentes de Cortes de Apelaciones podrán conceder permisos hasta por tres días en cada bimestre a los jueces de su territorio jurisdiccional.





	Todos los ministros y jueces tendrán derecho a permisos por un plazo máximo de veinte días en el año, sin derecho a viático, para concurrir a actividades de perfeccionamiento judicial. Estos permisos serán concedidos por el Presidente de la Corte respectiva, dejándose constancia de ellos en la respectiva hoja de vida.";





	42) Agrégase el siguiente inciso final al artículo 497:





	"También les serán aplicables las normas sobre permisos contenidas en el artículo 347.";





	43) Derógase el artículo 502 bis;





	44) Agrégase el siguiente inciso final al artículo 505:





	"También les serán aplicables las normas sobre permisos contenidas en inciso tercero del artículo 347.", y





	45) Introdúcense las siguientes modificaciones en los artículos que a continuación se indican:





	a) En el artículo 46, reemplázase la expresión "de la jurisdicción", por la siguiente: "incluidas en el territorio jurisdiccional";





	b) En N° 1° del artículo 63, sustitúyese el vocablo "jurisdicción" por "territorio jurisdiccional";





	c) En el inciso final del artículo 213, reemplázase el término "jurisdicción", por los siguientes: "territorio jurisdiccional";





	d) En el inciso segundo del artículo 311, sustitúyese la palabra "jurisdicción", por las siguientes: "territorio jurisdiccional";





	e) En la letra d), del N° 1°, del artículo 455, reemplázanse los vocablos "la jurisdicción respectiva", por los siguientes: "el territorio jurisdiccional respectivo";





	f) En el inciso segundo del artículo 474, sustitúyese la palabra "jurisdicción", por "territorio jurisdiccional";





	g) En el inciso primero del artículo 555, reemplázase el vocablo "jurisdicción", por "territorio jurisdiccional";





	h) En el artículo 559, sustitúyense los términos "respectiva jurisdicción", por "respectivo territorio jurisdiccional";





	i) En el inciso segundo del artículo 564, reemplázase la palabra "jurisdicción", por "territorio jurisdiccional", y





	j) En el inciso primero del artículo 565, sustitúyese el vocablo "jurisdicción", por "territorio jurisdiccional".








	Artículo 2°.- Derógase la Ley N° 7.539.








Disposiciones Transitorias





	Artículo 1°.- Las modificaciones introducidas a los Escalafones y a las normas sobre nombramientos de los funcionarios y empleados del Poder Judicial, no afectarán los derechos ya adquiridos por ellos a la fecha de publicación de la presente ley. 





	Las normas sobre calificaciones, salvo para el caso de los jueces y ministros de Cortes de Apelaciones, comenzarán a regir el primero de enero del año siguiente a la entrada en vigencia de la presente ley.





	Las modificaciones introducidas en las disposiciones sobre incompatibilidades no regirán para los funcionarios y empleados actualmente en servicio, salvo que los beneficiaren y los interesados solicitaren su aplicación.





	Artículo 2°.- Todos aquellos que por aplicación de las disposiciones de la presente ley deban ingresar a una nueva categoría, se incorporarán a ésta inmediatamente a continuación de los que estuvieren en ella, en el mismo orden que tenían en la anterior.".














	Acordado en sesiones celebradas los días 6, 13 y 27 de enero, y 7 y 14 de abril, todas de 1993, con asistencia de sus miembros HH. Senadores señores Hernán Vodanovic Schnake (señora Laura Soto González) (Presidente), Sergio Díez Urzúa (Miguel Otero Lathrop),  Sergio Fernández Fernández,  Carlos Letelier Bobadilla (Ricardo Martin Díaz) y Máximo Pacheco Gómez.











	Sala de la Comisión, a 5 de mayo de 1993.












































                         PATRICIO USLAR VARGAS


                              Secretario
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